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Resumen 
 

En Colombia se desarrolla uno de los proyectos de extracción carbonífera más grande del 

mundo: El Cerrejón. En ese contexto, han sido vulnerados los DD.HH de los Pueblos Indígenas, 

dado que estos se asientan en territorios ricos en recursos naturales; verbigratia, la comunidad 

indígena Wayuu de Tamaquito II ubicada en el departamento de la Guajira. 

Por su parte, el SIDH, ha desarrollado un marco de  protección y reparación de los DD.HH de los 

pueblos indígenas en contextos de exploración, explotación y desarrollo, exhortando al Estado 

colombiano a adoptar estos estándares; sin embargo, la existencia de los mismos no impide la 

violación de los DD.HH de los pueblos indígenas, toda vez que el Estado no actúa con debida 

diligencia.  

Palabras clave: Indígenas, extracción carbonífera, SIDH, reasentamiento, posición de garante. 

Abstract: 

One of the biggest cole-bearing extractions in the world is developed in Colombia: El Cerrejón. 

In this regard, the human rights of the indigenous people have been violated, since they have settled 

in territories rich in natural resources; verbigratia, the Wayuu indigenous community of 

Tamaquito II located in the department of la Guajira.  

The IACHR has developed a framework of protection and repair of the human rights of indigenous 

peoples in contexts of exploration, exploitation and development, urging the Colombian state to 

adopt these standards. Nontheless, the existence of these standards does not prevent the violation 
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of the HR of indigenous peoples, due to lack of action by the Colombian State with the respectful 

procedure.  

Key words: Aborigens, coal mining, SIDH, ressettlement, guarantor's position. 

  



                                                                                                                                                                             8  

 

Introducción  
 

El objetivo del presente estudio de caso es determinar si las medidas de reparación 

empleadas por el Estado colombiano, para la protección de los derechos colectivos de la 

comunidad indígena Wayuu de Tamaquito II, por la afectación sufrida a causa del proyecto 

minero “El Cerrejón”, cumplen con los estándares establecidos por el SIDH.  

Tamaquito II se encuentra en la República de Colombia un país pluriétnico y diverso. De 

acuerdo al último censo oficial cuenta con una población de 48.23 millones de habitantes, de los 

cuales 1’392.623 son población indígena, habitando en el Departamento de La Guajira un 

aproximado de 241.516 indígenas  (DANE, 2005). Tamaquito II se ubica en las cercanías del 

municipio de Barrancas, se encuentra constituido por 145 indígenas que conforman 25 familias. 

Por otra parte Colombia ratificó la CADH en diciembre de 1972 y en 1980 aceptó la 

competencia contenciosa de la Co. IDH (CIDH, 2014), de igual manera ratificó el Convenio 169 

de la OIT. Por ende, Colombia es un Estado garante, obligado a respetar los DD.HH por medio 

de disposiciones de derecho interno.  

Corolario a ello, el SIDH ha desarrollado, por medio de sus pronunciamientos, los 

derechos contenidos en la CADH, exhortando a los Estados al cumplimiento de sus obligaciones 

con el fin de garantizar el ejercicio y goce de los DD.HH a sus ciudadanos. Bajo esta premisa la 

Co.IDH, desde el caso Aloeboetoe y otros vs. Surinam hasta el caso Comunidad Garífuna de 

Punta de Piedra y sus miembros vs. Honduras, ha establecido estándares de protección y 
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promoción de los DD.HH de los Pueblos Indígenas y afrodescendientes, así mismo ha 

determinado estándares en las medidas de reparación.  

Ahora bien, en diferentes pronunciamientos del SIDH, por ejemplo en el informe temático 

sobre Pueblos Indígenas, Afrodescendientes e Industrias extractivas, el eje central son los 

proyectos de exploración, explotación y desarrollo como causa directa de daños materiales e 

inmateriales, que a su vez representan violaciones a DD.HH, al generar perjuicios en las tierras 

y recursos naturales, utilizados por los pueblos étnicos para su supervivencia y preservación de 

su identidad.  

De acuerdo al marco anteriormente expuesto, el presente trabajo de investigación realiza 

una exploración y análisis, en el Departamento de La Guajira, acerca de los recursos, 

mecanismos, y reparaciones a la Comunidad Indígena de Tamaquito II,  como consecuencia de 

la negociación con Carbones El Cerrejón Limited Company, durante los años 1996 al 2013, en 

razón a los daños ocasionados al territorio, recursos naturales, cultura e identidad. Lo precedente, 

con la finalidad de verificar el cumplimiento de los estándares de protección y reparación de los 

derechos colectivos desarrollados por el SIDH.  

En esa medida se implementa la metodología de investigación cualitativa, toda vez que 

permite verificar el cumplimiento de los estándares de reparación desarrollados por el SIDH en 

el proceso de negociación y reparación, a partir de la experiencia de los miembros de la 

comunidad de Tamaquito II. En razón a lo anterior, esta investigación tiene como objetivos: 1) 
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Señalar cuáles fueron los derechos colectivos vulnerados a la comunidad indígena Tamaquito, 

por el proyecto minero El Cerrejón; 2) identificar los estándares de reparación dispuestos por el 

SIDH, en materia de violaciones a derechos colectivos de los pueblos indígenas, verificando su 

aplicación en el caso de estudio; y 3) establecer cuáles fueron las medidas empleadas por el 

Estado colombiano para la protección de los derechos colectivos de la comunidad indígena de 

Tamaquito II. 

Los objetivos anteriores tienen el siguiente desarrollo: el primer objetivo identifica y 

reconoce la historia y etnografía de la comunidad Indígena de Tamaquito II, así como el nexo 

causal del proyecto minero El Cerrejón como generador de daños a la comunidad, por medio de 

los instrumentos de entrevistas y de la cartografía social, determinando los derechos colectivos 

vulnerados de la comunidad. 

El segundo objetivo, describe el marco teórico y normativo de los derechos colectivos de 

los Pueblos Indígenas en Colombia y en el SIDH, a la par de exponer y puntualizar los estándares 

desarrollados por el mismo, sobre las medidas de reparación por daños ocasionados a Pueblos 

Indígenas, utilizando documentos; con la finalidad de interpretar las implicaciones del proceso 

de reparación de la comunidad de Tamaquito II a la luz de los estándares del SIDH y de los 

marcos conceptuales mencionados.  

Se resalta que en la realización del marco teórico, se emplean en su mayoría documentos 

emitidos por el SIDH, teniendo en cuenta la pauta fijada por medio de la jurisprudencia y 
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profundizada por académicos que pertenecieron a la Co. IDH o a alguno de los órganos de 

protección de DD.HH. 

Además, dado que los estudios en materia de medidas y reparación a comunidades indígenas en 

contextos de extractivismo minero son escasos, y que se reducen aún más las fuentes primarias de 

investigación, en estudios de caso utilizando el enfoque cualitativo, en la presente investigación 

se emplean documentos que tratan temáticas de extractivismo minero en la Guajira, 

reasentamiento y avance jurisprudencial en materia de derechos colectivos.  

El tercer objetivo, verifica a partir del estudio de caso la implementación de medidas de 

reparación a la comunidad de Tamaquito II. Finalmente con base en los resultados de la 

investigación se presentan algunas conclusiones y recomendaciones respecto a la posición de 

garante del Estado colombiano en el proceso de reparación por daños generados a la comunidad 

Indígena Wayuu Tamaquito II, con ocasión a el proyecto de exploración, explotación y desarrollo 

El Cerrejón.   

Contexto histórico y social de El Cerrejón y la comunidad Tamaquito II, en el 

departamento de la guajira 
 

Historia de El Cerrejón, minería responsable 
 

El Cerrejón, es una operación minera de exportación de carbón a cielo abierto a su vez un 

proyecto de desarrollo económico que despliega una de las actividades de extracción minero 

energética más importante del mundo, realizando una operación integrada por exploración, 

http://www.cerrejon.com/site/Default.aspx?tabid=79
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extracción, transporte, embarque y exportación de carbón (Báez, 2014). La compañía que dirige 

la actividad minera es Carbones El Cerrejón Limited. 

 

Ilustración 1 localización de la mina El Cerrejón 

 

  

Tomado de:: Obra completa: Báez, L. y F. Trujillo (Eds.). 2014. Biodiversidad en Cerrejón. Carbones de Cerrejón, 

Fundación Omacha, Fondo para la Acción Ambiental y la Niñez. Bogotá, Colombia. 37 p. 
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A raíz de la crisis petrolera de los años 701, las potencias mundiales comenzaron una 

búsqueda en diferentes países con el ánimo de hallar recursos naturales no renovables, en aras de 

lograr  independizarse económicamente de los países del Medio Oriente2, de modo que en 1976 

las potencias centran su atención en Colombia y está a su vez en el departamento de  la Guajira 

convirtiéndola en pieza angular del andamiaje petrolero (Extractivismo en Colombia, s.f.). En ese 

entonces, el gobierno colombiano dirigido por el expresidente Alfonso López Michelsen promueve 

la licitación de 38.000 hectáreas3 para el inicio de un proyecto carbonífero, liderado por la 

Asociación Carbones de Colombia S.A., empresa del Estado colombiano, El proyecto fue 

ejecutado en tres etapas: exploración (1977-1980), construcción (1981-1986) y producción (1986-

2009) (El Cerrejón, s.f.). 

En 1977 comenzaron los estudios de exploración geológica y de factibilidad, que dan paso 

a la firma declaratoria de comercialidad en 1980 de Cerrejón zona norte. Para después, en 1983 

fundar el puerto más importante de carbón en América Latina: Puerto Bolívar. De igual forma se 

da apertura a la primera fase de Mushaisa4; Por otro lado, Carbones de Colombia S.A realiza un 

contrato con Morrison Knudsen International para la construcción del complejo carbonífero. En 

                                                                 
1  La crisis capitalista internacional de los años 1974 y 1975 a raíz de del aumento del precio del crudo por 

parte de los países importadores ocasionó una era de inflación y desempleo en los Estados Unidos.  
2 El Oriente Medio se convirtió en un área crucial de la política y economía mundial a partir de la década de 

1950. Ello se debió a que los países de Europa occidental, Japón y Estados Unidos se hicieron cada vez nías 

dependientes de los grandes yacimientos petrolíferos ubicados en esa zona. (El petroleo y la energía en la economía, 

2008). 
3 Algunos de los territorios expuestos en la licitación eran espacios sangrados y ancestrales para el pueblo 

Wayuu ubicado en la zona Media y Alta de la Guajira. 
4 Unidad residencial del Cerrejón en la Mina. 
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1982 se obtienen los primeros equipos para la extracción y administración del carbón. Es así que 

en el año 1986 se transportaron veintitrés mil (23.000) toneladas de carbón, permitiendo que en 

1990, Testing & Engineering certificara5 la calidad del carbón colombiano. En razón de la 

actividad extractivista, El Cerrejón implementa programas de mejoramiento, recuperación y 

protección de la cuenca alta y media del Río Ranchería (El Cerrejón, s.f.). 

A inicios de los años 80, las empresas Intercor, multinacional norteamericana filial de la 

Exxon, y Carbones de Colombia S. A. (Carbocol), se unen para la explotación de El Cerrejón zona 

norte, detentando el cincuenta (50%) cada uno de la participación accionaria. A partir de este 

momento, diversas comunidades indígenas Wayuu, fueron desplazadas forzadamente para 

permitir la construcción del ferrocarril y el puerto de la compañía. 

En 1999 el contrato entre el Estado colombiano y El Cerrejón,  para la explotación de 

carbón en la Zona Norte se prolonga de 2009 a 2034. En el año siguiente el gobierno vende su 

participación en la compañía al consorcio multinacional compuesto por BHP Billiton plc 

(Australia), Anglo American plc (Sudáfrica) y Glencore plc (Suiza). Finalmente en 2002, la filial 

de Exxon Mobil, vende su participación, por lo que el consorcio se queda con la totalidad de las 

acciones de la empresa carbonífera.  

 

 

                                                                 
5 Firma comercial encargada de certificar la calidad del carbón. 
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Comunidades indígenas y afrodescendientes afectadas por El Cerrejón 
 

La Declaración de Impacto Ambiental6 de El Cerrejón (DIA- DIS) omitió completamente 

a los indígenas Wayuu del reporte solo se refiere a ellos como “humanos que no tienen un mayor 

desarrollo”, además “no se realizó un perfil etnográfico del grupo ni se señalaron las variables 

socioculturales que podrían ser afectadas” (Curvelo W. G., 2007, p. 52), teniendo en cuenta que el 

Estudio de Impacto Ambiental únicamente menciona los beneficios de la explotación carbonífera 

para una población subdesarrollada que carece de vías de comunicación, puestos de salud, centros 

educativos y trabajo.  

Al principio los Wayuu creyeron que el proyecto minero consideraba una explotación 

racional de los recursos, sin embargo, a medida que pasaba el tiempo, las relaciones entre las 

comunidades  y El Cerrejón se fueron deteriorando ya que la empresa no atendió las solicitudes de 

los habitantes de preservar los territorios que son de gran trascendencia para los indígenas. Las 

técnicas utilizadas por la empresa con el fin de persuadir a las comunidades para que abandonen 

su territorio son diversas. A juicio de Fajardo (2007), la empresa divide a la comunidad, debilitando 

internamente las relaciones sociales entre los miembros, y los sensibilizan, ofreciéndoles trabajos 

individuales, campañas de vacunación y capacitación. De conformidad a lo anterior, es pertinente 

realizar un recuento general de las afectaciones producidas a las comunidades afro descendientes 

e indígenas de La Guajira: 

                                                                 
6 Es un documento que sirve como herramienta para la planificación ambiental de programas y proyectos 

(Triana, S.f). 
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La Comunidad de Media Luna que se ubicaba en el extremo sur de la Bahía de Portete, a 

orillas del mar Caribe, fue una de las primeras afectadas en el año de 1981. Integrada por 

aproximadamente 750 miembros, se vio obligada a desalojar su territorio a causa de la 

construcción del Puerto de carga7 y las carreteras principales de transporte del carbón8. Con 

autorización del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, a través de la Resolución 

No. 067 de 1981 “se le entregó a la multinacional Intercor 1.195 hectáreas, para la adecuación de 

obras de infraestructura” (Gómez, 2007, p. 20). 

 A partir de ese momento, las 32 hectáreas de la comunidad, dedicadas a la agricultura, 

caza, pesca y pastoreo, quedaron relegadas a las actividades de la mina. Sin embargo 42 grupos 

parentales se negaron a abandonar su territorio, por lo que la empresa “optó por cercar el área de 

vivienda de estas familias, colocando mallas alrededor de ellas” (Gómez, 2007, p. 21), cercenando 

el espacio vital como comunidad, ya que para el ingreso de sus allegados, debían solicitar permiso 

a las directivas de la empresa.  

Finalmente, pasados más de 30 años durante los cuales la comunidad permaneció aislada 

y encerrada a causa de las actividades realizadas por Carbones del Cerrejón Limited Company, la 

Corte Constitucional por medio de sentencia T -704 de 2016, amparó los derechos fundamentales 

de la comunidad, ordenando la realización de la Consulta Previa antes de continuar el trámite de 

                                                                 
7 Su nombre es Puerto Bolívar y se ubica en el extremo sur de la Bahía de Portete en la Alta Guajira, en el 

mar Caribe, es uno de los terminales carboníferos más extensos de América.  
8 El ferrocarril conecta la mina con Puerto Bolívar, y puede transportar entre 96 y 110 toneladas de carbón 

(El Cerrejón, S.F). 
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la expansión de Puerto Bolívar. En consecuencia, la Resolución No  .  0428 del 7 de mayo de 2014  

que modifica el Plan de Manejo Ambiental9 quedó sin efectos. 

Por otro lado, la Comunidad de Caracolí y Espinal, se vio afectada por la minería y el 

Ministerio de Salud por medio de la Resolución No. 02122 del 22 de febrero de 1991 declaró 

inhabitable la zona  de 100 hectáreas en donde se ubicaba la comunidad.  Lo anterior, a causa de 

la concentración de material particulado10 que generaba un riesgo para la salud de los habitantes, 

teniendo en cuenta que las fuentes vitales de la comunidad como lo eran los arroyos la Rosita, 

Bartolico, La Latica, entre otros, fueron contaminados con material estéril que salía de la mina 

(Gómez, 2007a). Con base en lo anterior, la Corte Constitucional a través de la sentencia T-528 de 

1992, ordenó que la dependencia competente del Ministerio de Salud Pública y de Minas y 

Energía, adoptara todas las medidas para salvaguardar los derechos a la vida e integridad física de 

las personas que se situaban en las veredas de Caracolí y el Espinal y ordenó parar toda la actividad 

minera hasta tanto se tomarán las medidas pertinentes que garantizaran los derechos conculcados 

por la empresa.  

Por su parte, la comunidad afrodescendiente de Tabaco la cual se ubicaba en un 

corregimiento conocido con el mismo nombre, perteneciente al municipio de Hatonuevo, al sur de 

La Guajira, se vio afectada con la ampliación del complejo de El Cerrejón en 1997, dado que la 

                                                                 
9 Este  Plan de Manejo Ambiental Integral se estableció mediante Resolución 2097 del 16 de diciembre de 

2005. 
10 Se define como la mezcla de sólidos, líquidos o ambos suspendidos en el aire, variando en tamaño. 
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empresa se encargó de dividir a la comunidad ofreciéndole a cada familia una cantidad de dinero 

con el fin de que desalojaran el corregimiento (Gómez, 2007b). La comunidad al igual que los 

Wayuu basaban su sostenimiento en la producción agrícola y ganadera, ambas actividades servían 

para el sustento y la venta en los municipios cercanos. El 9 de agosto de 2001, las familias de 

Tabaco fueron desalojadas forzadamente, ya que el juez de San Juan del Cesar autorizó la entrega 

anticipada dentro del proceso de expropiación del terreno de Tabaco. Por medio de funcionarios 

de la empresa y miembros de la fuerza pública, en la fecha mencionada, se produjo el cierre y la 

demolición de la escuela, de Telecom y del centro de salud, propiedades en cabeza de la 

comunidad.  

Estos hechos causaron sufrimiento a los habitantes, ya que tuvieron que abandonar su 

territorio ancestral, se vieron obligados a dejar a sus vecinos, a abandonar las actividades 

principales y a buscar por su propia cuenta un nuevo terreno donde habitar, que tuviera todas las 

condiciones mínimas de vida. Aunado a lo anterior, los miembros de la comunidad fueron 

obligados a firmar un “bono de traslado “bajo la amenaza de quitarle sus hijos y entregárselos al 

Bienestar Familiar si no firmaban el papel” (Gómez, 2007, p. 27). Situación que afectó y deterioró 

aún más el tejido social, dado que la comunidad se vio sometida a presiones psicológicas  y a malos 

tratos por parte de los funcionarios de la empresa y del Estado colombiano.  

Otra población afrodescendiente es la comunidad de Roche, esta también fue cercada en 

sus alrededores, ya que la empresa compró las tierras aledañas al lugar donde se situaba la 
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población en los años 80, logrando el detrimento de la calidad de vida de los habitantes, puesto 

que estos se empleaban en las fincas cercanas, afectando así la subsistencia de la comunidad.  

Intercor se acercó a los miembros de la comunidad con el fin de persuadirlos sobre las 

falsas expectativas y beneficios que traería consigo el proyecto, incluso entre los rocheros y los 

funcionarios de la mina, se establecieron lazos de amistad (Múnera Montes, Granados Castellanos, 

Teherán Sánchez, & Naranjo Vasco, 2014), es así como la empresa llegó a ofrecerles diecisiete 

mil pesos ($17.000) por hectárea bajo la amenaza de expropiarlos si no accedían,  finalmente “el 

desplazamiento paulatino de la gente del pueblo hacia los centros urbanos redujo la población de 

Roche a unas cuarenta a finales de los noventa” (Múnera Montes, et al., 2014, p. 13a). 

Hasta 2003 la empresa diseñó un Plan de Acción de Reasentamiento que institucionalizó 

la compraventa de los predios de las comunidades indígenas y afrodescendientes, sin embargo, 

ocho familias de Roche se negaron al reasentamiento porque no consideraban que existía una 

devolución proporcional al número de tierras que poseían en su territorio ancestral (Velasco, 

2014). Sin perjuicio de lo anterior, los habitantes de Roche tuvieron que trasladarse de su territorio 

ancestral el 24 de febrero de 2016, por medio de un acto de violencia de la fuerza pública (Esmad) 

que dejó a algunos miembros de la población heridos (Colectivo de abogados José Alvear 

Restrepo, 2016). 

Por otra parte, las comunidades de Chancleta y Patilla, se encontraban ocupando un 

territorio que se extendía “desde el valle en la cuenca media del río Ranchería, atravesando la 
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serranía del Perijá, llegando incluso a Villa del Rosario en Venezuela” (Múnera Montes, et al., 

2014, p. 58b). Estos, al igual que Roche padecieron la disminución de su población a causa del 

desplazamiento familiar y de una tardía negociación, pese a que fueron las primeras comunidades 

reconocidas por la empresa para ser incluidas en el programa de reasentamiento del 2012 (Múnera 

Montes, et al., 2014c). Ambas comunidades fueron afectadas por la explotación carbonífera en la 

región, ya que las fuentes hídricas de subsistencia se vieron disminuidas a causa de la 

contaminación permanente que producía la mina. 

Se debe agregar que las emisiones atmosféricas como el polvillo del carbón han repercutido 

en la salud de los habitantes de Chancleta y Patilla, dado que en los periodos de mayor extracción 

carbonífera era “fácil observar el polvillo del carbón sobre las hojas de los árboles, el suelo, los 

enseres domésticos e, incluso, sobre el agua” (Gustavo Rodríguez Albor, 2014, p. 142). Como 

consecuencia, parte de población padece de tos seca, bronquitis, rinofaringitis, afectación ocular, 

mareos, entre otros.  

  No obstante, a través de la sentencia T - 256 de 2015, los derechos de Chancleta y Patilla 

fueron salvaguardados. La Corte Constitucional de Colombia brindó amparo a los derechos a: el 

ambiente sano, la vida, la salud, la intimidad, el agua potable y el consentimiento previo11, libre e 

                                                                 
11 La consulta es el procedimiento por medio del cual, se obtiene el consentimiento libre previo e 

informado de las comunidades indígenas y tribales. Este derecho se encuentra desarrollado en los Convenios 107 y 

169 de la OIT, integrado al ordenamiento colombiano mediante 21 de 1991. 
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informado, sobre las medidas de reasentamiento, aunado a la falta de reconocimiento de la 

identidad de la comunidad. 

De igual forma, la Corte Constitucional de Colombia dispuso que en los casos de traslado 

y reubicación se deben proveer a los miembros de las comunidades afectadas las oportunidades 

para que la calidad de vida mejore, teniendo en cuenta que la reubicación en sí misma causa un 

impacto negativo.  A la vez, la corporación reiteró que no puede negarse el derecho de una 

comunidad étnica a ser consultada por haberse conformado un Consejo Comunitario con 

posterioridad al otorgamiento de la licencia ambiental para la ejecución del respectivo proyecto, 

dado que este no suple los presupuestos de la Consulta Previa12 (Corte Constitucional de Colombia 

, 2012) 

Las anteriores comunidades, aunada a la Comunidad de Tamaquito, la cual se estudiará a 

profundidad en esta investigación, han sufrido la invisibilización por parte del Estado colombiano 

y de la empresa, ya que cada una de ellas ha tenido que dar una pelea para ser reconocida como 

sujeto colectivo. Han tenido que acudir a organizaciones internacionales como Colombia Suiza y 

Acción Permanente por la Paz, ya que la presencia estatal es mínima en materia de garantía de 

derechos, pero esta se maximiza cada vez que la empresa busca un desalojo forzado de los 

pobladores. 

 

                                                                 
12 Ver pág 30. 
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Contexto histórico comunidad indígena Tamaquito II 
 

La comunidad Tamaquito, este asentamiento contaba con una extensión de 10 hectáreas 

(Curvelo W. G., 2000), actualmente se encuentra ubicada en el predio La Liga en jurisdicción de 

Barrancas puesto que en el año 2013 fue sujeta a un reasentamiento realizado por El Cerrejón. El 

predio actual cuenta con una extensión de 300 hectáreas (Cerrejón , 2015).   

Para determinar el contexto histórico de la comunidad es necesario utilizar la narración de su 

fundador José Alfonso López Epiayú, quien actualmente tiene 83 años13. Esta narración fue 

obtenida por medio de una entrevista realizada personalmente al fundador por las investigadoras 

de este proyecto, el doce (12) de abril de dos mil diecisiete (2017) en la comunidad de Tamaquito 

II. 

 Él es el fundador de la comunidad, él desde muy niño se casó en otro territorio, o sea él se casó de 

14 años, él digamos su profesión fue de ser trabajador en ganadería con un señor llamado Efraín 

Ucroz. Trabajó muchos años con él, la primera finca donde trabajó fue donde nació, él aquí en el 

cerro en Lagunita ahí trabajaba él, porque tenía que pagar para mantener la familia, entonces él 

trabajaba y él le dijo al patrón que estaba buscando trabajo, que le diera unos animales y él se los 

pagaba con trabajo, él hizo digamos el trueque,  pero él de una vez se quedó trabajando con él, 

cuando eso cosechaban mucho la caña para hacer panela, trapiche, digamos era el contrabando en 

La Guajira en los años anteriores, y después él se puso a ser ordeñador de ganado, después el señor 

vendió la finca a un sobrino y el compró otra finca que se llama Carazonal, en esa finca él también 

                                                                 
13 Está entrevista es traducida por el nieto del fundador de la Comunidad de Tamaquito II, el señor: Jairo 

Fuentes Epiayú, por ello la narración no se realiza en primera persona.  
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duró un tiempo. Ahí como unos diez años, después vendió esa finca y compró una llamada Cañaboa 

que quedaba cerca al sitio de origen, él allá duro muchos años trabajando con él, tuvieron una 

discusión porque no le quería dar las liquidaciones, porque las liquidaciones se las daban era en 

animales entonces él dijo que no iba  a trabajar más con él. 

Entonces él le dijo que no, yo lo voy ayudar, yo voy a dividir las tierras con mis hijos y yo le voy a 

dar una parte a usted, o sino yo tengo una tierra por ahí que es una tierra baldía, que era el sitio de 

origen, a bueno yo mejor agarro esa tierra que está baldía, y el vino e hizo las trochas las picas, puso 

los puntos. Como anteriormente no había alambre y él no tenía plata como comprar alambre y él le 

dijo “agarra una cantidad de tierra”, y él nunca pensó de que toda esas tierras venían otras personas 

y  las iban agarrar, entonces él se fue para Venezuela a trabajar, para trabajar para el alambre y duró 

tres años trabajando en Venezuela y después regresó. 

 Cuando él regresó, como él dejó eso trabajado hizo cultivos, dejó un cultivo de maíz ahí, se lo 

robaron todo cuando él regresó, porque todavía no había asentado una vivienda, cuando él regresó 

con el alambre nada más quedaban las 10 hectáreas, entonces él vino y cercó las diez hectáreas y 

asentó con su esposa la primera vivienda, después llegó el hijo que se llama Leonardo Enrique, vino 

ya con un niño llamado Nelio y digamos llegó la primera familia e hizo su casa y después vinieron 

sus hijos como por ejemplo, Josefa, María y Senovia Epiayú y de ahí tuvieron sus hijos ahí en ese 

territorio, cuando eso él tenía abundantes chivos bastantes… 

 

Él dice que anteriormente eran unos tiempos buenos o sea vivían bien porque el agua era abundante, 

incluso él le tenía miedo al agua porque los arroyos crecían muy fuerte, y había abundancia de 

comida, por ejemplo ahí hay un pedacito que antes de que la comunidad creciera sembraba yuca y 

eso era una cantidad de yuca que él tenía ahí… 
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 Él cuenta que anteriormente pues la abundancia, digamos ellos la iguana es de cacería las agarraban 

con las manos, el venado, el Saino, la guartinaja, había mucha abundancia de comida, él salía un 

momentico y traía carne de la cacería, digamos quería pescado más antes mandaba un tarrayazo [sic] 

y en seguida atrapaba, y hacía intercambio con algunos vecinos, con un señor que se llama Raúl, él 

le daba un venado completico y él le daba lo que era aceite, filo o lo cambiaban por otras cosas. 

Hacían mucho trueque y no había digamos hambre, había abundancia de comida y digamos las frutas 

silvestres digamos el mamón, el cotoprix el guáimaro, el aceituno, o sea se conseguía ahí mismo en 

el patio, no había necesidad de salir lejos, y hacían, digamos, jugo de chicha con el guáimaro 

entonces no es como ahora,  que la maya es una fruta como la piña, las frutas eran grandes y ahora 

son chiquiticas, digamos todo eso ha cambiado, o sea se conseguía mucha abundancia de todas sus 

actividades de las que él estaba contando… 

Él cuenta que cuando llegó la mina, ellos empezaron a perforar diferente o sea hicieron varias trochas 

y nunca entró a trabajar ahí con ellos, o sea no le puso cuidado a eso, él lo veía y él seguía por su 

camino, él nunca pensaba que iban hacer una explotación, y ellos buscaban donde estuviera el carbón 

más cerca o más profundo, como decía él “no le ponía cuidado a eso”, porque hacían unos huecos 

pequeños, pero él sí sabía que estaban buscando carbón pero nunca le puso cuidado de que la 

magnitud era de esa forma, el cambio fue brusco para él. 

 

¿Finalmente, por qué le atribuye el nombre Tamaquito a la comunidad?:  

Él dice que habían dos árboles pegaditos en toda la entrada de la comunidad, entonces a él le dio 

curiosidad de ponerle así como los dos árboles, y él dijo: ” ya que están los dos árboles le voy a 

poner el nombre de Tamaquito” porque el árbol se llama Tamaco, y bota una fruta como digamos el 
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Corosito que es bastante sabroso y por eso él le colocó Tamaquito, y él dos se lo colocó fue el 

Municipio porque había otro pueblo, pero el nombre real no más era Tamaquito.14 

¿Por qué le atribuye la connotación de sagrados, a algunos sitios dentro de la comunidad? 

 Él dice que eso es ancestral, eso no es que, digamos, nosotros se lo atribuyamos, eso viene de las 

generaciones ancestrales, digamos el tema espiritual, eso está dentro de nosotros, no es que nosotros 

nos inventamos algo, estos sitios vienen ya de generaciones y esto se va replicando, por eso se 

mantienen esos sitios sagrados. Por ejemplo, el cementerio que es uno también de los más 

importantes de la cultura Wayuu, porque tiene su significado. Por ejemplo, el primer velorio se hace 

los 9 días del difunto, de ahí se lleva al cementerio, se dura un día en el cementerio con el difunto, 

y el segundo es cuando ya se sacan el resto y se hacen muchos rituales, sacrificios de animales, como 

chivos, ganado y de ahí se toma chirrinchi15 y ahí es cuando ya sacan el segundo, y la persona 

descansa (...)porque los espíritus quedan todavía ambulantes, ya después del segundo velorio ya va 

a “pirajagua” que es el sitio sagrado de todos nosotros los indígenas de La Guajira Wayuu. 

En el tema del agua son importantes para nosotros, porque anteriormente existían unos dioses, el 

“Cuya” era un Dios de la lluvia, e...“Cai” es el sol que también daba digamos energía, es el que daba 

el fuego. “Para” es el mar, y también eran unos dioses que nosotros destacábamos desde nuestros 

ancestros, y por eso es que el agua son sitios sagrados […]”. 

Además, es necesario tomar en cuenta la narración del señor Jairo Fuentes Epiayú, para determinar 

algunas características de la relación entre el Cerrejón y la comunidad de Tamaquito II: 

                                                                 
14El señor López fuentes Epiáyu hace referencia al nombre de la comunidad, que de acuerdo a la narración 

se denominó “Tamaquito”, no obstante el Municipio le atribuyó el número II para distinguir la nueva comunidad 

indígena de la antigua.  
15Bebida que produce la comunidad. Esta se asimila al ron. “Es el protagonista en los velorios Wayuu, es 

un licor artesanal, que se elabora con agua y panela”. (Heraldo, 2015) 
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¿Desde qué año empezaron a tener problemas con El Cerrejón? 

 Eso fue en el 96. 

¿Las formas de llevar a cabo los rituales de entierro, se vieron modificadas con la llegada de 

El Cerrejón?  

No, no cambia, porque como digo eso siempre es de generación. Pero sí afecta al tema, digamos que 

nos toca identificar un lugar nuevo, por ejemplo ese lugar hay que darle un reconocimiento espiritual, 

hay que hacerle unos rituales. Por ejemplo, aquí para nosotros entrar a esta vivienda, tenemos que 

sacrificar un chivo, venir y rociar chirrinchi alrededor de la casa para que se alejen todas esas malas 

energías, si eso no se hace puede suceder cualquier cosa, puede enfermarse, puede accidentarse, 

puede ser al mismo instante o digamos más adelante a futuro, puede suceder esas cosas(...). 

En el tema del cementerio hay que darle un reconocimiento a ese nuevo lugar, pero los rituales no 

cambian, digamos lo que se le hace al difunto, nunca cambia […]. 

¿Quiénes eran las autoridades máximas de Tamaquito origen? 

Él mismo, y el hijo que es Leonardo, eran nada más las dos autoridades que existían 

en ese entonces. 

¿Y de ahí cómo fueron nombrando las autoridades siguientes? 

Bueno, […]en el 96 se conformó el primer cabildo, ya para darle un reconocimiento ante el 

municipio, fue un sobrino de mi abuelo y duró cinco años ejerciendo y de ahí conforman ya la 

organización, donde ya nombran las autoridades, o sea el nombramiento no, porque eso nace, o sea 

la autoridad nace con su vocación, es una persona pacífica que habla con las comunidades, con los 

jóvenes, mantiene la convivencia o sea no es que nosotros elegimos, “no, esta es la autoridad, no”, 
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eso nace de nacimiento. Y eran las únicas dos autoridades que existían en ese año. Luego, yo entro 

en el 2005 como representante de la comunidad, ya yo hacía parte de joven, yo a la edad de 14 años 

ya hacía parte del comité, fui aprendiendo, me sentaba con los viejos, los escuchaba y ellos fueron 

mirando esa vocación mía, ese liderazgo, que yo les ponía cuidado, yo me sentaba en las reuniones 

de los viejos a escucharlos y ellos me ponían cuidado, y después cuando me eligieron directamente 

a mí, y desde ese año estoy todavía aquí como líder. 

¿Cómo toman las decisiones las máximas autoridades? 

Ellos traen una decisión que es la base de todo, porque son los del conocimiento y ahí se llega a una 

concesión [sic], donde encontramos todos el conocimiento, de los jóvenes ahora y de los mayores, 

entonces ahí es donde llegamos a un mutuo acuerdo, pero de todo fundamental, son ellos, los 

mayores. Ellos son los que ponen la base y nosotros de ahí complementamos, digamos cualquier 

propuesta o cualquier decisión, porque son las guías de nosotros” (Epiáyu J. A., 2017). 

Marco teórico y normativo de los derechos colectivos de los pueblos Indígenas en Colombia 

y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 

Derechos colectivos de los pueblos Indígenas en el SIDH 
 

La importancia de proteger los derechos de los Pueblos Indígenas en el SIDH radica en las 

particularidades étnicas y culturales de estos, ya que por sucesos acaecidos en el transcurso de la 

historia, han sido sometidos a diversos procesos de dominación, explotación y discriminación, que 

han ocasionado la pérdida de la vida, la integridad, la identidad, el territorio, medios de vida y 

reproducción cultural (Melo, 2005a). 
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En esa medida los órganos del SIDH, han desarrollado una protección progresiva para el 

reconocimiento de los derechos de los Pueblos Indígenas, bajo este presupuesto se han establecido 

los siguientes criterios de justiciabilidad: 1) la polisemia de los términos jurídicos16; 2) los 

instrumentos de DD.HH son instrumentos vivos17 y 3) la integración del corpus iuris del derecho 

internacional de los DD.HH18 (Melo, 2005b). 

Dicho lo anterior, en este capítulo se realiza una descripción teórica y normativa de los 

derechos colectivos y libertades de los Pueblos Indígenas, a partir de la configuración conceptual 

desarrollada por el SIDH y acoplada por el Estado colombiano, por la obligación que le recae como 

garante de los derechos consagrados en la CADH, que se satisface con el adecuado Control de 

Convencionalidad, el cual está encaminado al acatamiento de los derechos consagrados en las 

convenciones, tratados, opiniones consultivas y pronunciamientos del SIDH, por parte del aparato 

jurisdiccional y legislativo del Estado colombiano, en esa medida es pertinente que el Estado 

                                                                 
16La polisemia de los términos jurídicos, va encaminada al reconocimiento de autonomía en el significado, 

sentido y alcance de los términos jurídicos, consagrados en los instrumentos de protección de los DD.HH, que en 

ninguna medida pueden ser equiparables al reconocimiento de estos mismos términos jurídicos a nivel interno (Melo, 

2005d). 
17  Los instrumentos de DD.HH son instrumentos vivos, en el entendido que no pueden ser 

interpretados de manera rígida y estática, sino que deben interpretarse a medida que la población evolucione (Melo, 

2005e). 
18la integración del corpus iuris del derecho internacional de los DD.HH es decir que es útil hacer uso de 

otros instrumentos internacionales diferentes a la CADH, para el examen de la situación de los DD.HH, en el derecho 

internacional (Melo, 2005f). 
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responda a las características diferenciadoras de esta población, en aras de conservar su identidad 

cultural.19 

Derecho a la personalidad jurídica. 

 

El artículo tercero de la CADH establece que toda persona tiene derecho al reconocimiento 

de su personalidad jurídica, esto quiere decir que “toda persona tiene derecho a que se le reconozca 

en cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles 

fundamentales” (Organización de los Estados Americanos, 1948). En consecuencia la 

personalidad jurídica es un derecho que debe ser interpretado a la luz del principio de la igualdad20 

toda vez, que su reconocimiento no puede estar sujeto a presupuestos de discrecionalidad o 

diferenciación (Co.IDH, 2006), de igual manera obliga al Estado a garantizar el goce efectivo de 

los demás derechos consignados en la CADH. 

Dentro de este marco la Co.IDH ha desarrollado unos estándares referentes al efectivo goce 

y ejercicio del derecho a la personalidad jurídica, en miras de preservar los usos y costumbres 

propios de los Pueblos Indígenas, precisando algunas responsabilidades estatales como: 1) el 

reconocimiento de la titularidad de los derechos colectivos, y 2) permitir el pleno ejercicio de los 

                                                                 
19             La Corte advierte la relevancia de la debida interpretación de la legislación y aplicación del control de 

convencionalidad, a la luz de la jurisprudencia de la Corte y estándares internacionales aplicables, a fin de garantizar 

los derechos de la propiedad colectiva indígena y tribal (Co.IDH, 2015). 

20 el CDESC insta a los Estados a respetar el principio de la igualdad en la ley y ante la ley, generando que 

este precepto jurídico se determine bajo los postulados de no discriminación, entendiendo que la prohibición de 

discriminación contigua a la igualdad, en pro de todas las personas, son presupuestos de un principio básico y general 

relacionado con la protección de los derechos humanos (Comité de Derechos Económicos). 
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derechos y la posibilidad de contraer obligaciones en nombre de una colectividad (Co.IDH, 2007). 

La no observancia de estas responsabilidades, implica per se la vulnerabilidad y violación de los 

derechos colectivos tales como la propiedad comunal21, el derecho a la igualdad22, protección 

judicial23, consulta previa24, entre otros.  

En procura de cumplir las responsabilidades referenciadas, el Estado deberá promover 

medios y condiciones jurídicas y administrativas, orientadas a la identificación individual de los 

miembros de las comunidades indígenas, a la par de reconocer personería jurídica a las 

comunidades como titulares independientes, en capacidad de ejercer sus derechos y contraer 

obligaciones empleando sus propios usos y costumbres. Estos medios y condiciones estarán sujetos 

a características geográficas, económicas y de composición étnica, que deberán ser consultados a 

las comunidades indígenas de acuerdo a sus usos y costumbres tradicionales, evitando situaciones 

de vulnerabilidad, marginalización y discriminación (Co.IDH, 2006).   

Derecho a la integridad personal.  

 

El Derecho a la integridad personal se encuentra consagrado en el artículo 5 de la CADH, 

es reconocido como un bien jurídico que busca la protección de la integridad psíquica, moral y 

física de las personas. En efecto se materializa en la prohibición de la tortura, y otros tratos o penas 

                                                                 
21  CADH, Art.21. 
22 CADH, Art.24.  
23 CADH, Art. 25 
24 Convenio 169 de la OIT. 
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crueles, inhumanas o degradantes (Galindo, 2010), bajo este carácter restrictivo se debe entender 

la integridad personal como un derecho absoluto que no puede verse suspendido bajo ningún 

criterio25.   

Como consecuencia, en el marco de protección de los derechos de los Pueblos Indígenas, 

la Co.IDH identificó como situaciones de violación a la integridad personal, las condiciones de 

vida miserable y abandono, la pobreza y la imposibilidad de llevar a cabo sus formas tradicionales 

de subsistencia y sustento, puesto que aquejan la integridad psíquica, moral y física de las 

comunidades indígenas (Co.IDH, 2015).   

Las anteriores circunstancias pueden ser resultado de la implementación de proyectos 

extractivistas, que generan impactos ambientales que impactan el modo de vida de los Pueblos 

Indígenas, toda vez que generan un daño en las tierras y recursos naturales tradicionalmente 

utilizados para su subsistencia y prácticas ancestrales. Los efectos más comunes producidos por 

los proyectos de extracción son: la generación de polvillo de carbón, generación de gases, 

desplazamiento de flora y fauna, ruido, afectación del sistema hidrológico, entre otros (Bahamón, 

2004). 

Estos impactos se pueden prolongar a razón de la insuficiente regulación de las actividades 

extractivistas, impidiendo la superación de los pasivos ambientales26 mineros e hidrocarburíferos, 

                                                                 
25 la CADH en el capítulo iv suspensión de garantías, interpretación y aplicación y en específico en el artículo 

27 establece una prohibición taxativa respecto de la suspensión en cualquier caso del derecho a la integridad personal. 
26 Pasivo ambiental es “la suma de los daños no compensados producidos por una empresa al medio ambiente 

a lo largo de su historia, en su actividad normal o en caso de accidente” (Alier, 2002). 
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que no cuentan con planes de cierre y remediación ambiental. De esa manera se profundizan los 

impactos sociales que obstaculizan el ejercicio y goce de los derechos colectivos, representación 

máxima de la cosmovisión de los Pueblos Indígenas (CIDH, 2015).  

Por otra parte la generación de polvillo de carbón, gases o la afectación del sistema 

hidrológico, provocan perjuicios de gran magnitud en la salud de los miembros de las 

comunidades. Ejemplo de ello son, enfermedades neurológicas, respiratorias, malformaciones 

genéticas, accidentes cerebro-vasculares, entre otros (Alan H. Lockwood, 2009). 

Derecho a la identidad cultural y libertad religiosa 

 

El artículo 12 de la CADH consagra el derecho de conciencia y libertad religiosa, la 

Co.IDH establece que este “constituye un elemento trascendental en la protección de las 

convicciones de los creyentes y en su forma de vida” (Konrad Adenauer Stiftung, 2014, p.296). 

Por medio del cual se garantizan las convicciones, creencias y religiones de los sujetos que estén 

bajo la jurisdicción de un Estado. 

Ahora bien, en contextos de proyectos de explotación, exploración y desarrollo, el iniciar 

la ejecución de estos, sin haber consultado a las comunidades indígenas, provoca impactos en su 

identidad cultural y libertad religiosa. Esto quiere decir que afectan un conglomerado de 

conocimientos tradicionales que son transmitidos de generación en generación; al provocar 

modificaciones en sus formas de liderazgo y organización, así como en sus planes de vida o 

visiones de desarrollo (CIDH, 2015).  
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Es decir que no solo se limita la libertad de religión, creencia y convicción, sino que 

además, se provoca la desestructuración de la identidad cultural indígena, al promover situaciones 

y acciones que producen “el debilitamiento y fragmentación de las instituciones representativas de 

los Pueblos Indígenas” (CIDH, 2015, párr 265). La imposición de la actividad extractivista, a los 

Pueblos Indígenas sin ser consultados, puede ocasionar impedimentos en la práctica de sus ritos y 

ceremonias religiosas a tal punto de generar el deterioro o pérdida de esos conocimientos.  

Garantías judiciales y protección judicial 

 

Los artículos 8 y 25 de la CADH27 regulan los presupuestos referentes a la tutela judicial 

efectiva y garantías judiciales, exhortando a los Estados a garantizar el pleno acceso a la justicia a 

través de recursos judiciales efectivos que deben estar sujetos a las reglas del debido proceso 

(Co.IDH , 1987). 

Aunado a lo anterior, la Co.IDH dispone que adicional a regular las garantías referenciadas, 

los Estados deberán promover una conducta gubernamental en pro de una eficaz administración 

de justicia que permita el libre ejercicio y goce de los DD.HH, a la par de responder a la 

características propias de los Pueblos Indígenas (Co.IDH, 2010). Esto se plasma en la debida 

                                                                 
27Este derecho tiene un origen latinoamericano que es poco conocido. En efecto, su consagración original se 

encuentra en la DADDH de abril de 1948 (artículo XVIII), luego de lo cual fue adoptado en la DUDH de diciembre 

de 1948 (artículo 8) y, a partir de ello, incluido en el Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos 

y de las Libertades Fundamentales (artículo 13), el PIDCP (artículo 2.3), y en la Convención Americana. (Konrad 

Adenauer Stiftung., 2014) 
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diligencia estatal, lo que a su vez implica: 1) no ocasionar obstáculos o discriminaciones28 a los 

Pueblos Indígenas o sus miembros y  2) no permitir esfuerzos desmedidos o exagerados para el 

acceso a la justicia (Co.IDH , 2008). 

Por otra parte, a la par de regular el debido proceso y promover una conducta 

gubernamental, se debe efectuar la materialización de los derechos a través de medios o 

herramientas que permitan la ejecución de las decisiones y sentencias que los declaran y 

reconocen. Esto quiere decir que la tutela efectiva se cumple al contar con un ordenamiento 

legislativo acorde a las garantías y protección judicial, el cual se cumple enteramente (Co.IDH, 

2012). 

En el marco de violaciones a los DD.HH de los Pueblos Indígenas, la Co.IDH considera 

pertinente el establecimiento de medidas especiales con la finalidad de asegurar el acceso a la 

justicia, correspondiendo a las características propias de esta población. Por tanto, se debe procurar 

la accesibilidad, sencillez y plazo razonable a través de diferentes acciones como lo serían: permitir 

la participación activa de los Pueblos Indígenas en los procesos judiciales, facilitando su 

traducción por medio de intérpretes u otros medios; así mismo en la asistencia técnica y legal. A 

su vez los recursos judiciales deberán ser adecuados y efectivos en la protección, garantía y 

promoción de los derechos colectivos que admiten ejecutar los procesos de reconocimiento, 

                                                                 
28De conformidad al principio de no discriminación consagrado en el artículo 1.1; los Estados deben 

abstenerse de realizar acciones dirigidas directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de iure o de 

facto (Co.IDH, 2015).  
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delimitación, demarcación, titulación y, en su caso, de garantía del uso y goce de sus territorios 

tradicionales (Co.IDH, 2015). 

Derecho a la propiedad colectiva. 

 

El derecho a la propiedad, se encontraba reconocido únicamente para la propiedad 

individual, ya que así lo consagra el artículo 21 de la CADH, sin embargo en virtud de la 

progresividad, el principio pro homine29 y la universalidad, se ha reconocido y desarrollado el 

concepto de  propiedad colectiva de las comunidades y Pueblos Indígenas. La sentencia hito en el 

SIDH fue comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua Mantilla (2010). Por medio 

de esta la Co.IDH estableció la protección de la propiedad colectiva y su importancia, puesto que 

esta entraña la existencia misma del Pueblo.  

Lo anterior, en razón a que entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre la 

propiedad, al no centrarse en un individuo sino en el grupo, es por ello que debe ser comprendida 

como la base fundamental de su cultura, vida espiritual, integridad y supervivencia económica, 

pues no es solo una cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual, del 

                                                                 
29En la actualidad este principio se denomina principio pro personae. “el principio pro persona parece haber 

sido definido por primera vez por el juez Rodolfo E. Piza Escalante en uno de sus votos adjuntos a una decisión de la 

Co.IDH. En dicha ocasión, el juez Piza afirmó que el principio pro persona es [Un] criterio fundamental [que] […] 

impone la naturaleza misma de los derechos humanos, la cual obliga a interpretar extensivamente las normas que los 

consagran o amplían y restrictivamente las que los limitan o restringen. [De esta forma, el principio pro persona] […] 

conduce a la conclusión de que [la] exigibilidad inmediata e incondicional [de los derechos humanos] es la regla y su 

condicionamiento la excepción (Urquiaga, 2013, p.18). 
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que deben gozar plenamente. En ese sentido la propiedad adquiere una connotación diferente a la 

civilista José Alfredo (Gomez Reyes, 2012a). 

Ahora, la Co.IDH ha desarrollado en mayor medida el concepto de propiedad colectiva, 

como se puede vislumbrar en el caso Yakey Axa Vs. Paraguay, pues la ha denominado como una 

garantía de los Pueblos Indígenas, la cual no solo comprende el espacio físico, sino la relación con 

sus tradiciones, expresiones orales, costumbres y lenguas, artes y rituales, conocimientos y usos 

relacionados con la naturaleza, artes culinarias, el derecho consuetudinario, su vestimenta, filosofía 

y valores José Alfredo (Gomez Reyes, 2012b). Es así que se debe entender este derecho como una 

unidad, donde no solo existe un espacio físico sino todo aquello que comprende un valor para la 

comunidad.  

Es por ello que la Co.IDH afirma que la cultura de las comunidades indígenas, es una forma 

diferente de ser, ver y actuar en el mundo, puesto que esta se constituye a partir de su estrecha 

vinculación con el territorio y los recursos naturales que allí se encuentran, no por ser únicamente 

su medio de subsistencia, sino por ser parte integrante de su misma cosmovisión, religiosidad e 

identidad cultural (CIDH, 2016). 

De conformidad con la línea argumentativa, es menester resaltar la forma de titulación de 

los territorios indígenas, pues si bien es cierto, los Estados tienen la obligación de tener en su 

ordenamiento jurídico un medio o mecanismo que permita a los pueblos Indígenas y tribales 

solicitar la titulación de su territorio, la Co.IDH afirma que basta la permanencia ancestral, para 
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obtener el reconocimiento oficial y el registro por parte la autoridad nacional correspondiente 

(CIDH, 2016). 

Derecho a la vida 

 

Dentro de ese orden de ideas se debe considerar el territorio como elemento integrante para 

una vida digna.  Pues la vida en sí misma es trans-generacional, trans- temporal y holística, pues 

esta se constituye a partir de la relación del hombre, comunidad y naturaleza en un contexto de 

comunidades indígenas (Rivas, 2015a). 

Por otro lado, la Co.IDH ha establecido que los pueblos indígenas son grupos en situación 

de vulnerabilidad y riesgo, por lo que su protección se vuelve prioritaria. En razón a lo anterior, el 

derecho a la vida se garantiza por medio del goce de los derechos a la salud, alimentación, agua 

limpia, vivienda y servicios sanitarios. Es así que la Co.IDH ha señalado que el incumplimiento 

del derecho a la propiedad comunal, ponen en permanente riesgo y amenaza el derecho a la vida e 

integridad de las comunidades indígenas y tribales (Rivas, 2015b) 

De igual manera, la Co.IDH ha establecido que la vida para los integrantes de los pueblos 

o comunidades indígenas, depende fundamentalmente de actividades de subsistencia, como la 

agricultura, la caza, la pesca, recolección, y actividades que se realizan en su territorio (CIDH 

2009), es decir que la garantía efectiva de la propiedad colectiva, y de los recursos naturales que 

allí se encuentran, implica garantizar la base material y espiritual, como también  la vida, identidad 
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cultural y visión de desarrollo, tomándose desde un punto de equidad generacional30 (Melo, 

2005c). 

Derecho a la consulta 

 

El derecho a la consulta garantiza la efectiva protección de la propiedad comunal, pues este 

surge como la participación de las comunidades indígenas y tribales, para que conforme a sus 

tradiciones y formas de organización, puedan conocer cuáles serán las causas y los efectos que 

generan las  actividades de explotación, extracción y desarrollo en sus territorios (Mantilla, 2010). 

Es importante resaltar que este mecanismo de participación surge a partir de la teoría de 

que el derecho a la propiedad colectiva no es absoluto, y en esta medida puede ser limitado siempre 

y cuando se cumpla con los siguientes requisitos: 1) se encuentre precedido por una ley31; 2) la 

medida sea necesaria32; 3) la limitación sea proporcional33; y por último 4) cumpla un fin legítimo 

en una sociedad democrática (Co.IDH, 2007). 

Lo anterior, da como resultado la participación de los Pueblos Indígenas o tribales, en 

proyectos de desarrollo, inversión, explotación y extracción. Por consiguiente el derecho a la 

                                                                 
30 Entiéndase por equidad generacional: atribuir los recursos culturales, materiales y naturales de los que 

dispone una sociedad, según criterios de justicia, al distribuirlos entre las diversas generaciones. tomado de: Aceprensa 

(Donati, 1994) 
31 Entiéndase por, que haya sido precedido por una ley, es decir que exista una ley que faculte al Estado a 

restringir el derecho que se pretende limitar (Co.IDH, 2007). 
32 La medida sea necesaria: esto quiere decir que no exista otra medida por medio de la cual se pueda suplir 

esta necesidad (Co.IDH, 2007). 
33 La limitación sea proporcional, dicho de otra manera, esta limitación debe causar menos daño del que se 

pretende evitar (Co.IDH, 2007). 
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consulta, es la garantía de la propiedad colectiva y la autodeterminación de los Pueblos Indígenas, 

reconocido a partir de los Convenios 107 y 169 de la OIT, y la sentencia hito de la Co.IDH, 

Saramaka Vs. Surinam.  

En la jurisprudencia ya citada se estableció que para garantizar el derecho efectivo a la consulta 

debe:  

●  Consultarse de buena fe, es decir utilizando procesos adecuados para el pueblo o la 

comunidad donde se va a llevar a cabo la consulta, con la finalidad de llegar a un acuerdo 

en las medidas de mitigación sobre los daños que puedan efectuarse en el territorio y 

recursos naturales,  en razón al proyecto de exploración, explotación o desarrollo. 

●  Ser previo al proyecto que se pretenda adelantar y no cuando surja la necesidad de obtener 

la aprobación de la comunidad, igualmente este procedimiento debe estar sujeto a las 

tradiciones del grupo consultado.   

●  Informarse los posibles riesgos ambientales o de salubridad a los pueblos o comunidades 

indígenas o tribales, con la finalidad que acepten la ejecución del proyecto conscientemente 

y de forma voluntaria. 

● Atender la forma de tomar decisiones de la comunidad. 

Sin embargo, esta fue la primera postura del honorable tribunal, y se ha venido 

desarrollando a tal punto, que hoy en día se considera al derecho a la consulta como un principio 

de derecho internacional, pues así lo reconoció la Co.IDH (2012) en el Caso del Pueblo Indígena 

Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, de la siguiente forma: 
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La consulta además de constituir una obligación convencional es también un principio general del 

derecho internacional, que los Estados deben de cumplir, independientemente de que esté regulada 

expresamente en su legislación, por lo que la exigencia consiste en que el Estado cuente con 

mecanismos adecuados y efectivos para garantizar el proceso de consulta en estos casos, sin 

perjuicio de que pueda ser precisada en ley (párr. 164). 

Finalmente la interpretación progresiva del derecho a la Consulta Previa por parte de la 

Co.IDH, ha originado los parámetros ineludibles al momento de ejecutar este mecanismo, los 

cuales son: 1) la consulta debe ser realizada  previamente; 2) debe ser de buena fe, y con la finalidad 

de llegar a un acuerdo; 3) debe ser adecuada y accesible; 4) debe estar acompañada por un estudio 

de impacto ambiental; 5) debe ser informada, y 6) el proceso debe ser adecuado y efectivo.  

Es importante subrayar que todos estos parámetros deben ser implementados conforme a 

las costumbres de la comunidad a la cual se le pretenda realizar la consulta, además debe ser 

realizada directamente por el Estado, de forma previa al proyecto o en la vida de este, todo 

dependerá del caso en concreto (Co.IDH, 2012). 

De ahí que se pueda afirmar que los derechos reconocidos a los pueblos indígenas no se 

encuentran consagrados únicamente en la CADH, sino que en el arduo trabajo de la Co.IDH se 

han venido reconociendo y desarrollando, valiéndose de instrumentos internacionales como los 

Convenios de la OIT, el Pacto de Derechos Sociales, Económicos y Culturales, entre otros. Por lo 

que hoy se encuentra el reconocimiento de los derechos a la vida, la propiedad colectiva, la tutela 
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judicial y efectiva, garantías judiciales y el derecho a la consulta libre previa e informada para una 

colectividad indígena. 

 

Derechos colectivos de los Pueblos Indígenas en Colombia 

 

  Según Quinche (2008) los derechos colectivos “buscan hacer efectivas las garantías para 

la totalidad del género humano”, además de crear condiciones concretas para el desarrollo efectivo 

de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales (Grijalva, S.f).  Estos, son 

desarrollados en el capítulo III del título II de la Constitución Política colombiana, al igual que en 

tratados de derecho internacional.  

La Corte Constitucional ha expuesto que los derechos colectivos son protegidos por el interés 

universal, debiendo ser preservados para la humanidad de ahora y del futuro. Así mismo, estos, 

pueden ser promovidos por un grupo organizado o por comunidades indeterminadas (Corte 

Constitucional de Colombia, 1999). Para la protección de estos derechos en Colombia se emplean 

los siguientes mecanismos, a saber: la acción popular, la acción de grupo, y excepcionalmente la 

acción de tutela.  

ACCIÓN DE GRUPO ACCIÓN POPULAR 

La acción de grupo se encuentra consagrada 

en el artículo 88 de la Constitución Política 

de 1991 y reglamentada por la ley 472 de 

La acción popular se encuentra reconocida en la 

Constitución Política del 1991 en el Art.88, a su vez 

se reglamenta por medio de la ley 472 de 1998. Es 
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1998, la misma se comprende como un 

mecanismo de reparación por su carácter 

indemnizatorio. La acción de grupo es 

invocada por un número plural o un conjunto 

de personas que individualmente han sufrido 

un perjuicio o daño, originado por la misma 

causa, es decir la acción u omisión de una 

autoridad pública, un particular con 

funciones públicas o un privado. 

conocida como un mecanismo de protección de los 

derechos e intereses colectivos relacionados con el 

patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 

pública, la moral administrativa, el ambiente, y la 

libre competencia económica, es decir los 

contenidos en artículo 4 de la ley 472 de 1998. De 

igual manera los establecidos en la Constitución, 

las leyes ordinarias y los tratados de derecho 

internacional celebrados por Colombia. 

Caducidad: Los afectados cuentan con un 

término de 2 (dos) años para demandar, 

contados a partir de la ocurrencia del daño o 

al finalizar la acción que da origen al 

perjuicio. 

Caducidad: No tiene caducidad, depende de la 

existencia de la amenaza o vulneración a un 

derecho o interés colectivo.  

La acción de grupo debe ser interpuesta por 

un número igual o superior a 20 personas que 

por una misma causa hayan sufrido un 

perjuicio. De igual forma puede ser elevada 

por el defensor del pueblo, los personeros 

municipales o distritales.  

Están legitimados para interponer la acción popular 

: una persona natural o jurídica,  las ONG, las 

organizaciones populares, las entidades públicas 

que cumplan funciones de control, intervención o 

vigilancia, el Procurador General de la Nación, el 
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Defensor del Pueblo y los Personeros Distritales y 

municipales, los alcaldes y demás servidores 

públicos que por razón de sus funciones deban 

promover la protección y defensa de estos derechos 

o intereses.  

Mediante esta acción se puede demandar al 

Estado, a los particulares que ejercen una 

función pública y a los particulares. 

Mediante esta acción se puede demandar al Estado, 

a los particulares que ejercen una función pública y 

a los particulares. 

Su finalidad es proteger y reparar un 

determinado grupo o pluralidad de personas 

que han sido afectados por una misma causa. 

De acuerdo al Art.2 de la ley 472 de 1998 “las 

acciones populares tienen por finalidad evitar el 

daño contingente, hacer cesar el peligro, la 

amenaza, la vulneración o agravio sobre los 

derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas 

a su estado anterior”. 

La finalidad de la acción de grupo es 

reparadora, una vez probada la 

responsabilidad, el juez condenará a los 

demandados al pago de una indemnización 

Probada la responsabilidad, en consonancia con el 

Art.34 de la ley 472 de 1998 el juez dará una orden 

de hacer o de no hacer, de igual manera podrá 

condenar al pago de perjuicios y exigir la 

realización de conductas necesarias para volver las 
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por los perjuicios ocasionados al grupo 

afectado. 

cosas al estado anterior a la vulneración del 

derecho o del interés colectivo, cuando fuere 

físicamente posible.  

 

Por otro lado, desde el seno de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, se plasmó la 

intención de proteger de manera especial los valores culturales encarnados en las comunidades 

indígenas, de esta forma se desea salvaguardar los derechos de las comunidades plasmados en 

diversos instrumentos internacionales de protección de DD.HH, como los convenios 107 y 169 de 

la OIT (Corte Constitucional de Colombia, 1992). 

A partir de la Constitución Política de 1991 se erige el principio de diversidad jurídica, 

producto del cambio de paradigma en cuanto a la concepción del ser humano como un individuo 

abstracto, a uno con características particulares. Es así como el sujeto que es sustancialmente 

diferente, por sus modos de vida, religión y conciencia ética, adquiere preponderancia en el mundo 

jurídico, ya que se pretende que todas las maneras de concebir el mundo “puedan coexistir 

pacíficamente” (Corte Constitucional de Colombia, Sala Cuarta, 1997, párr. 1). En ese sentido al 

Estado le está vedado imponer una concepción del mundo particular. 

Ahora bien, el principio de diversidad étnica plantea múltiples inconvenientes, dado que 

entraña un juicio de ponderación respecto a otros principios constitucionales. A la vez, las 

comunidades étnicas poseen un grado alto de autonomía que permite su supervivencia cultural, 
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por ello el Estado debe procurar que sus decisiones no impidan la salvaguarda de los intereses de 

los pueblos indígenas (Corte Constitucional de Colombia, 1996). 

 Sin perjuicio de lo anterior, la autonomía de las comunidades se puede restringir cuando: 

Se trate de una medida necesaria para salvaguardar un interés de superior jerarquía; y que 

se trate de la medida menos gravosa para la autonomía que se les reconoce a las 

comunidades étnicas (Corte Constitucional de Colombia, 1996, párr. 2). 

Como reducto de lo anterior, la Corte Constitucional a través de una serie de 

pronunciamientos, ha desarrollado los derechos de los Pueblos indígenas partiendo de la Carta 

Superior. Es así que por medio de la sentencia SU-510 de 1998, la honorable corporación considera 

a las comunidades indígenas como sujetos de derechos fundamentales, precisando que las 

prerrogativas básicas de estos grupos no pueden predicarse respecto a otros (Corte Constitucional 

de Colombia, 1998).  

Corolario a lo anterior, la Corte ha dispuesto que los derechos fundamentales de las 

comunidades indígenas son: 

El derecho a la subsistencia, derivado de la protección constitucional a la vida (artículo 11); el 

derecho a la integridad étnica, cultural y social, el cual se desprende no sólo de la protección a la 

diversidad y del carácter pluralista de la nación (artículos 1 y 7) sino, también, de la prohibición de 

toda forma de desaparición forzada (artículo 12) ; el derecho a la propiedad colectiva (artículos 58, 

63 y 329); y, el derecho a participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales 
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en sus territorios” (artículos agregados al texto) (Corte Constitucional de Colombia, Sala Plena, 

1998, párr. 46). 

A continuación se desarrollan estos derechos. 

 

Derecho a la vida 

 

Si bien el artículo 11 superior, consagra el derecho a la vida, para las comunidades 

indígenas este se encuentra ligado con los derechos a la integridad étnica y cultural, ya que toda 

actuación que tienda a acabar o a extinguir las formas propias de los Pueblos, atenta contra este 

derecho, piedra angular sobre la cual se erigen los derechos a la propiedad colectiva, personalidad 

jurídica, participación e integridad personal. 

En razón a lo anterior, la Corte Constitucional ha destacado las dos vertientes de este derecho 

fundamental, disponiendo que existe un deber de respetar la vida, y otro de protegerla, “Así, las 

autoridades públicas están doblemente obligadas, a abstenerse de vulnerar el derecho a la vida y a 

evitar que terceras personas lo afecten” (Corte Constitucional, 1993). 

Derecho a la integridad étnica, cultural y social 

 

La Corte ha puntualizado que el derecho a la integridad étnica y cultural atañe a la 

preservación  de los “los valores, las costumbres y tradiciones, las formas de producción, la historia 

y la cultura, y todas las demás situaciones que definen e identifican a la comunidad desde el punto 

de vista cultural y sociológico” (Corte Constitucional de Colombia, Sala Plena, 2012, párr. 7). De 
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igual forma, se refiere a la conservación de la cosmovisión espiritual. De tal manera  que el Estado 

debe impedir cualquier forma de anulación o disminución de la diversidad de los Pueblos 

Indígenas (Corte Constitucional de Colombia, Sala Plena, 2012). 

Al mismo tiempo el derecho a la integridad física y moral integra el “núcleo duro” de los derechos 

humanos, por lo que en materia de Pueblos Indígenas, la protección contra el etnocidio constituye 

un mandato imperativo del derecho internacional de los DD.HH Comité DD.HH (2001) citada por 

Corte Constitucional, Sala Plena (2003). 

Derecho a la propiedad colectiva  

 

A la luz de la sentencia T-188 de 1993, el territorio es parte integrante de la cosmovisión 

y religiosidad de los pueblos aborígenes, en ese sentido este derecho fundamental lleva implícito 

el derecho a la constitución de resguardos, los cuales tienen su desarrollo legislativo en la Ley 135 

de 1961, arts. 29 y 94 y el Decreto 2001 de 1988. 

La Corte Constitucional ha manifestado que sin el derecho a la propiedad Colectiva, los 

derechos a la identidad cultural y a la autonomía se quedan en meros reconocimientos formales, 

ya que los grupos étnicos requieren su territorio para la subsistencia y el desarrollo de su cultura 

Birry (1991, p. 67) citado por Corte Constitucional de Colombia  (1993).  

Igualmente, la Corte ha dispuesto que las restricciones a la propiedad colectiva que 

obedecen a una esfera regional, deben ser suspendidas ya que la afectación al territorio indígena 
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pone en peligro “la infraestructura productiva de la comunidad y, por tanto, amenaza la 

subsistencia material de la misma” (Corte Constitucional de Colombia, 1992). 

En consonancia con lo anterior, el derecho a la propiedad colectiva se desprende del 

derecho al territorio, lo que implica la trascendencia que tiene para los pueblos indígenas su 

relación con la tierra, dado que sus tradiciones se realizan y giran en torno a la misma, entonces 

esta posee una connotación espiritual. 

Ahora bien, el derecho al territorio abarca: 

1) El derecho a la constitución de resguardos en territorios que las comunidades indígenas 

han ocupado tradicionalmente; 2) El derecho a la protección de las áreas sagradas o de 

especial importancia ritual y cultural, incluso si están ubicadas fuera de los resguardos; 3) 

El derecho a disponer y administrar sus territorios; 4) El derecho a participar en la 

utilización, explotación y conservación de los recursos naturales renovables existentes en 

el territorio; 5) El derecho a la protección de las áreas de importancia ecológica y 6) El 

derecho a ejercer la autodeterminación y autogobierno. T 379 de 14 (Corte Constitucional 

de Colombia, 2014, párr. 2) 

En concordancia con lo anterior: 

La omisión de la autoridad competente para tramitar el procedimiento de constitución de 

resguardos ha contribuido de manera directa a la vulneración del derecho a la paz y a la 

amenaza del derecho a la vida que se cierne sobre los miembros de las parcialidades 

indígenas en conflicto (Corte Constitucional de Colombia, 1993, párr. 2).  
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Derecho a participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales en 

sus territorios 

 

La Corte ha manifestado que la Consulta Previa es un derecho fundamental de los Pueblos 

Indígenas, pues se distingue como una herramienta para la preservación de la integridad étnica, 

social, económica y cultural de los mismos, a la vez de ser un mecanismo que garantiza la 

subsistencia del grupo social (Corte Constitucional de Colombia, 2003). Disposición acorde con 

el artículo 122 de la Ley 685 de 2001 que contempla que en “el procedimiento de señalamiento y 

delimitación de las zonas mineras indígenas se deberá dar cumplimiento al parágrafo del Artículo 

330 de la Constitución y al Artículo 15 del Convenio 169 de la OIT, aprobado por la Ley 21 de 

1991” (Corte Constitucional de Colombia, 2002). 

Bajo los anteriores presupuestos, la Corte Constitucional ha dispuesto que la Consulta 

Previa no entraña un derecho al veto por parte de las comunidades indígenas, más, se presenta 

como una oportunidad para que las partes lleguen a un consenso con el fin de que los grupos 

étnicos no resulten afectados en sus derechos a la integridad cultural, social, económica y a la 

autonomía de sus autoridades en sus territorios (Corte Constitucional de Colombia, 2003). 

En ese sentido, se le da una preponderancia al derecho de la comunidad indígena de ser 

consultada de los proyectos de desarrollo que puedan afectarla, teniendo en cuenta que es un 

derecho constitucional (Corte Constitucional de Colombia, 1992). 
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Complementando lo precedente, y haciendo una interpretación integral de la Consulta Previa, se 

denota la importancia de este instrumento como una  

medida de acción positiva que la comunidad internacional prohíja y recomienda para combatir los 

orígenes, las causas, las formas y las manifestaciones contemporáneas de racismo, discriminación 

racial, xenofobia y las formas de intolerancia conexa que afecta a los pueblos indígenas y tribales 

–Declaración y Programa de Acción de Durban (Corte Constitucional de Colombia, 2014). 

Por otra parte, dentro de las finalidades de la Consulta se encuentra brindar a las 

comunidades un pleno conocimiento sobre los proyectos que los afectan; 1) Enseñarle a las 

comunidades de qué forma el proyecto puede conllevar una afectación a su cultura y sustento 

básico; 2) generar espacios en los cuales los integrantes de la comunidad puedan valorar las 

ventajas y desventajas del proyecto (Corte Constitucional de Colombia, 2014) 

A la vez, la Consulta se rige bajo los principios de: 

 1) Prevención, lo que indica que debe ser previa a la realización de la obra. Sin embargo 

excepcionalmente procede como mecanismo compensatorio e indemnizatorio de daños ya 

causados (Corte Constitucional de Colombia, 1998) 

 2) Información adecuada, se refiere al conocimiento de la comunidad de los beneficios e impactos 

negativos que puede traer consigo el proyecto (Corte Constitucional de Colombia, 2003). 

 3) Buena fe, entendido como el deber de las personas que intervienen en el proceso de Consulta, 

de actuar de forma honesta y leal (Corte Constitucional de Colombia, 2010) 
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 4) Participación externa, la cual incluye dos aristas, que se refieren a: la participación de la 

comunidad, el ejecutor o el Estado en la formulación de los riesgos y afectaciones que causan el 

proyecto. Y, la participación de la comunidad de los beneficios que el Estado reciba a causa de la 

ejecución de la medida, o proyecto de desarrollo (Corte Constitucional de Colombia, 2009) 

  

 

Derecho a la autonomía Política de las comunidades indígenas 

 

Este derecho tiene asidero en el artículo 330 de la Constitución Nacional, toda vez es una 

prerrogativa distintiva de las comunidades indígenas, por lo que debe interpretarse de conformidad 

con todos los tratados internacionales. Por su parte, al Estado le corresponde la carga de promover, 

defender y fortalecer el derecho de las comunidades al autogobierno, bajo el entendido de que este 

derecho es permanente e imprescriptible (Corte Constitucional de Colombia, 2006). 

Una de las manifestaciones más importantes de la autonomía de las comunidades indígenas 

es su derecho a ejercer funciones jurisdiccionales en su territorio y respecto de sus miembros. En 

efecto, el artículo 246 de la Constitución reconoce la autonomía de las comunidades indígenas para 

ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias 

normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y las leyes. 
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Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

 

Reasentamiento indígena en Colombia 
 

El Banco Mundial (en adelante BM) como primera entidad en formular una política 

específica en materia de reasentamientos, con el fin de mitigar los daños que produce el 

desplazamiento involuntario, lo define como “la pérdida de tierras y otros activos de las personas, 

o del acceso a recursos” (Banco Mundial, 2015, p. 2) que genera un desplazamiento físico e 

involuntario, la pérdida de ingresos u otras repercusiones negativas, a causa de un proyecto de 

desarrollo.  

Mediante la Política Operacional (OP 4.412) emitida por el  BM, se denota la trascendencia 

del reasentamiento involuntario indicando que este genera graves problemas económicos, sociales 

y ambientales, toda vez que los sujetos afectados se empobrecen, ya que sus medios de producción 

y de ingreso se ven modificados. Así mismo el desplazamiento genera una ruptura de las redes e 

instituciones sociales, dado que “los grupos de parientes se dispersan, la identidad cultural, la 

autoridad tradicional y las posibilidades de ayuda mutua se reducen o se pierden” (BM, 2001, p. 

1).  

En concordancia con lo anterior, el reasentamiento de un grupo o comunidad determinada 

se debe evitar, y en caso de presentarse, se deben buscar las medidas menos gravosas para el grupo 

social afectado, haciéndolo parte de los beneficios del proyecto. Además, a juicio del BM, en caso 

de privación involuntaria de tierras, se debe informar a las personas sus derechos relacionados con 
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el reasentamiento, así como las diversas opciones viables y “una indemnización equivalente al 

costo total de reposición”34. De esta manera en el marco del reasentamiento, se debe asegurar la 

asistencia en el traslado, y en la época de acoplamiento de la comunidad al nuevo territorio; de 

igual forma, se debe garantizar la vivienda y el factor productivo. 

Uno de los aspectos relevantes de la OP 4.412 es la preponderancia que se le da a los sujetos 

de especial protección (entiéndase en el contexto colombiano) como los grupos indígenas, los 

ancianos y los niños; en ése sentido se pone de presente que las poblaciones indígenas conservan 

medios de producción primitivos y por ello un reasentamiento puede generar “efectos negativos 

en su identidad y su supervivencia cultural”. Ejemplo de ello, es la ruptura de las tradiciones o 

ritos, a causa de la imposibilidad de trasladar elementos de contenido espiritual al lugar de 

reasentamiento (BM, 2001, p. 4). 

Medidas frente al reasentamiento 

 

El BM establece que se deben otorgar medidas necesarias antes de efectuar un 

reasentamiento.  Estas consisten en otorgar una indemnización, preparar y brindar sitios de 

suministro previo, durante y posterior al traslado, teniendo en cuenta que la privación de tierras se 

puede realizar una vez se “haya pagado la indemnización y se hayan proporcionado sitios de 

reasentamiento y subsidios de traslado a las personas desplazadas” que garanticen un potencial 

                                                                 
34 En este punto, se deben observar las características propias de los sujetos afectados en el aspecto 

colectivo e individual, teniendo una gran preponderancia los medios de producción y de subsistencia del grupo 

afectado. 
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productivo. Así mismo, se deben ofrecer ventajas de ubicación espacial equivalentemente 

proporcional al conjunto de tierras de las cuales se les privó (BM, 2001). 

A la vez el Banco Interamericano de Desarrollo (en adelante BID) contempla una política 

que pretende minimizar las alteraciones perjudiciales en materia de reasentamiento, por lo que se 

presta especial atención al valor sociocultural de la tierra. En presencia de un reasentamiento 

involuntario inevitable, el BID plantea que se le debe asegurar a la comunidad afectada: 1) 

condiciones mínimas de vida, por lo menos equivalentes a las que tenían con anterioridad; 2) La 

reintegración de las pérdidas causadas con el reasentamiento; 3) Un cambio en sus redes sociales, 

oportunidades de trabajo o producción y del acceso a recursos naturales; 4) y la disposición de 

medios y oportunidades para el desarrollo de su proyecto económico. De igual forma, se deben 

tener en cuenta factores como la pérdida de empleo, la inseguridad alimentaria y la desarticulación 

de redes sociales (BID, S.F). 

En materia de pueblos indígenas el BID sólo apoya el reasentamiento siempre y cuando 

éste beneficie a la comunidad, en tanto se reconozcan sus derechos y se les haga partícipes, 

obteniendo su consentimiento para el reasentamiento, así como la garantía de una recompensación 

tierra por tierra. De la misma forma, la indemnización debe contemplar la reconstrucción de las 

redes sociales y de producción que resultaron afectadas. El conjunto de medidas indemnizatorias 

que contempla el BID, tiende a asegurar que a la comunidad no se le causen daños irreparables, y 

que se respeten sus activos tangibles e intangibles. Todo lo anterior, en cumplimiento de un 

cronograma y una evaluación del impacto ambiental y social (BID, S.F). 
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El Reasentamiento en Colombia 

 

El desplazamiento involuntario en Colombia, está ligado a la historia del país, en vista de 

que la tierra ha sido un elemento importante de los grupos económicos que detentan el poder. 

Además, las características topográficas hacen que el país sea especialmente vulnerable a enfrentar 

desastres naturales. Al mismo tiempo, una brecha de violencia ha permeado la memoria de los 

colombianos, lo cual ha generado el desplazamiento masivo de personas, hecho que en la 

actualidad se puede calificar como una “tragedia humanitaria” que ha traído consigo el 

empobrecimiento de un sinnúmero de población y un “éxodo permanente, masivo e involuntario 

hacia las grandes urbes” (Botero, 2000, p. 7). 

Los proyectos de desarrollo han sido uno de los generadores más importantes de 

desplazamiento involuntario. A través de una evaluación realizada por el Departamento Técnico 

para América Latina y el Caribe del BM, se estima que alrededor de “400 mil personas podrían ser 

potencialmente desplazados por los proyectos de desarrollo” BM (1995) citado por BM (1995) 

citado por (Botero, 2000, p. 18). 

El desplazamiento involuntario en Colombia, ha tomado auge en la actualidad a causa de 

la nombrada “locomotora minera” del Gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2020), dado que se 

plantea que los recursos económicos de Colombia provengan en su mayoría de actividades 

mineroenergéticas. En esa medida, las empresas multinacionales que explotan los recursos 

naturales, requieren los territorios en donde están asentadas comunidades indígenas, pueblos 
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afrodescendientes y comunidades campesinas, puesto que son ricos en recursos medio 

ambientales, necesarios para la actividad extractivista.  

A juicio de Leonardo González (2010), el desplazamiento involuntario es el origen de un 

sinnúmero de conflictos para las personas afectadas, toda vez que subyace la pérdida de las fuentes 

de ingreso, que en su mayoría, son tierras de cultivo, potreros de pastoreo y fuentes hídricas. En 

razón a lo anterior, es necesario que se provean medios alternativos que suplan las pérdidas de la 

comunidad.  

Ahora bien, el desplazamiento involuntario a causa de proyectos de desarrollo se 

caracteriza por: 1) El conocimiento del agente que genera el desplazamiento, y 2) El estudio del 

impacto del proyecto, así como su evaluación, mitigación y su acción remedial (Botero, 2000). 

Aunado a lo anterior, esta clase de desplazamiento comparte rasgos con el desplazamiento forzado 

por desastres naturales y conflicto armado, puesto que coexiste un conflicto de intereses, una 

ruptura significativa de redes sociales y se aumenta el riesgo de empobrecimiento y marginalidad.  

A juicio de Botero (2000) el reasentamiento posee un contenido teleológico de garantizar 

las condiciones de vida mínimas de los afectados, por lo que se requiere:  1) conocer el problema; 

2) crear o utilizar los mecanismos que permitan la efectiva participación de los afectados; 3) 

brindar asistencia adecuada, previa, durante y posterior al reasentamiento; 4) Generar mecanismos 

de consulta; 5) crear programas de reconstrucción del tejido social y las actividades principales de 

producción; 6) generar técnicas de solución de conflictos entre los actores que confluyen en la 
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negociación; 7) Desarrollar programas que aseguren la sostenibilidad de la comunidad, como la 

seguridad alimentaria y 8) Tener un control de proceso de negociación y evaluar los resultados.  

En contraste con lo anterior, Partridge y Mejía (2000) encuentran que el gobierno nacional 

ha tenido una participación escasa en la aplicación de estos postulados, ya que no existen políticas 

concretas estatales que permitan la inclusión de la población afectada por el desplazamiento 

involuntario. 

A pesar de lo anterior,  en el gobierno del expresidente Andrés Pastrana Arango, se creó 

un Plan estratégico para el Manejo del Desplazamiento Interno Forzado por el Conflicto Armado35, 

el cual designó una Red de Solidaridad Social, encargada de coordinar la atención con los 

desplazados, planteó el desarrollo de alianzas con organizaciones no gubernamentales y la 

participación activa de los afectados, con el fin de adaptar la política gubernamental a los 

parámetros internacionales de los DD.HH y fortalecer la respuesta institucional.  

Ahora bien, pasados más de 10 años de la implementación de esta política, diversas 

comunidades campesinas, tribales e indígenas, se siguen viendo afectadas por los proyectos de 

desarrollo, lo que los ha obligado a reasentarse. Diversos casos como la comunidad asentada en 

Guavio, la cual recibió acompañamiento del Estado 10 años después de construido el proyecto 

hidroeléctrico36 y las comunidades afectadas por el Cerrejón como Patilla, Chancleta, Tabaco, 

                                                                 
35 Este plan se desarrolló en el marco del Plan Colombia, el cual plasmaba dentro de sus cometidos la creación 

de condiciones favorables para la paz. 
36 La información del caso se puede encontrar en un estudio realizado en 1998 por Marco Antonio Vargas 

Rodríguez, Luis Orlando Sánchez Gómez, Clara Hortensia Gómez Hernández y Elena Correa Cortés, el cual se 
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Roche y Tamaquito37 las cuales nunca recibieron acompañamiento, denotan la debilidad 

institucional del Estado colombiano en materia de reasentamiento. 

Por otro lado la jurisprudencia interamericana ha sido insistente en los mínimos que se le 

deben asegurar a las comunidades indígenas cuando son reasentadas. Así, por ejemplo, en el 

Estado panameño, el área que ocupaban los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de 

Bayano fue inundada a causa de la construcción del Proyecto Río Bayano38, por lo que la  Co.IDH 

(2014), constató que la imposibilidad de retorno a los territorios ancestrales, es una situación de 

violencia y de inseguridad para los pueblos indígenas, lo cual justifica la declaratoria de 

responsabilidad internacional de los Estados, en razón de la  violación del artículo 21 de la 

Convención, al privársele el uso y goce comunal de su propiedad tradicional. Corolario a lo 

anterior, en caso de reasentamiento de una comunidad Tribal e indígena, los Estados parte deben 

asegurarse de que el territorio ancestral sea preservado, considerándose que en caso de privación 

de la propiedad, “existe un derecho intrínseco a recibir una justa indemnización adecuada y 

efectiva”39 (Co.IDH, 2008, p. 373). 

                                                                 
encuentra disponible en el libro Reasentamiento en Colombia. Colombia. (Banco Mundial, Alto Comisionado de 

Naciones Unidas para Refugiados, Red de Solidaridad Social & Corporación Antioquia Presente, 2000). 
37 Un estudio sobre las afectaciones que han sufrido estas comunidades, se puede encontrar en el libro “Bajo 

el Manto del Carbón, realizado por Aviva Chomsky, Garry Leech y Steve Striffler. 
38 Por medio del Decreto de Gabinete N. 156, del 8 de julio de 1971, el Gobierno Panameño estableció un 

“Fondo Especial de Compensación de Ayuda para los indígenas del Bayano”, indicando que las comunidades que 

habitan la Reserva Indígena del Bayano, tendrían que abandonar las tierras, y por tanto tendrían que reubicarse en 

áreas, que a la luz del Decreto N. 123 del 8 de mayo de 1969 eran inadjudicables.  
39 La Corte Europea de Derechos Humanos ha interpretado el artículo 1 del protocolo No 1, estimando que 

se debe recibir una indemnización cuando se prive de la propiedad. Por su parte, la Asamblea General de la 

Organización de las Naciones Unidas mediante Resolución No. 1803 indicó que en caso de expropiación por motivos 

de utilidad pública el Estado se encuentra en la obligación “de pagar al dueño una compensación adecuada” 
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De la misma forma, la ONU (2010), por medio de la Declaración sobre la Protección y 

Asistencia a los Desplazamientos Internos, en su principio 9 erige la obligación de los Estados “de 

tomar medidas de protección contra los desplazamientos de Pueblos Indígenas, minorías, 

campesinos, pastores y otros grupos que tienen una dependencia especial de su tierra o un apego 

particular a la misma”. Instrumento que analizado integralmente, consagra el derecho que tienen 

los desplazados internos de participar en las decisiones que involucren su reasentamiento, la 

garantía de que se les regresen las propiedades o posesiones que se vieron forzados a renunciar o 

de las que fueron despojados, y en caso de que se torne imposible restituir dichos bienes, se les 

otorgue una indemnización adecuada en el marco de un procedimiento ágil y sin obstrucciones.  

A la vez, la Co. IDH (2005) ha puesto de presente que en materia de Pueblos indígenas, el 

territorio es fundamental para conservar sus “estructuras culturales y su supervivencia étnica y 

material” por ello, una circunstancia de desplazamiento forzado puede colocar a la comunidad y a 

sus miembros en una condición de fragilidad “que por sus secuelas destructivas sobre el tejido 

étnico y cultural (...), genera un claro riesgo de extinción, cultural o físico, de los pueblos 

indígenas"(Corte Constitucional, 2009, p. 11). De manera tal, que indefectiblemente el Estado 

debe adoptar un mecanismo sui generis de protección, que atienda las especificidades de los 

                                                                 
(Organización de las Naciones Unidas, 1962). Por su lado la jurisprudencia interamericana ha reiterado el deber de 

los Estados parte de otorgar una indemnización con ocasión de la privación del derecho a la propiedad, manifestando 

que esta también comprende la limitación del uso y goce regular de dicha propiedad. (Co.IDH, 2007)  
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pueblos indígenas, así como su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres que pretende  

prevenir y revertir los efectos de dicha situación (Co.IDH, 2005). 

Al mismo tiempo, la Co. IDH (2010)  ha manifestado que el fenómeno de desplazamiento 

interno, pone en riesgo diversos derechos consagrados en la Convención, por lo que esta situación 

obliga a los Estados a adoptar medidas preferentes que reviertan los efectos de la “condición de 

facto de desprotección” (Co. IDH, 2005) a la que se encuentran sometidas las personas 

desplazadas. 

 Por todo lo anteriormente expuesto, se infiere que existen instrumentos y pronunciamiento 

vinculantes que instan a los Estados parte de la ONU y del SIDH, a salvaguardar la cultura étnica, 

en especial cuando los Pueblos indígenas son afectados por proyectos de desarrollo, que ponen en 

riesgo sus derechos, sus tradiciones y  modos propios de vida, teniendo en cuenta que la relación 

de convivencia con su entorno, y en especial con su territorio, adquieren el carácter de piedra 

angular de su cultura, propio de su saber ancestral. De ese modo, los Estados están llamados a 

atender las particularidades de los Pueblos Indígenas, brindándoles mecanismos eficaces y 

dinámicos, que amparen las prerrogativas contempladas en los instrumentos del SIDH y de la 

Constitución Nacional.  

Posición de garante y obligaciones estatales en el marco del extractivismo minero 
 

La CIDH ha dispuesto 6 deberes fundamentales en cuanto a la posición de garante de los 

Estados parte del SIDH, los cuales son: 1) Adoptar un marco legal adecuado y efectivo en la 
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protección de los DD.HH; 2) Prevenir las violaciones a DD.HH; 3) Supervisar y fiscalizar las 

actividades de las empresas y otros actores no estatales; 4) Garantizar mecanismos de participación 

efectiva y acceso a la información; 5) Prevenir actividades ilegales y formas de violencia; 6) 

Garantizar el acceso a la justicia a través de la investigación, sanción y reparación adecuada de las 

violaciones a DD.HH en contextos de extracción, explotación y desarrollo (CIDH, 2015). 

De igual forma, se puede determinar la posición de garante de los Estados en el marco del 

SIDH, partiendo del Art. 1.1 de la CADH, imponiéndose el deber de proteger y promover los 

derechos y libertades de sus regentados, no pudiendo injerir, obstaculizar o impedir el acceso al 

goce de los  derechos (CIDH, 2015).  Dicho de otra manera, cada vez que un funcionario o entidad 

del Estado lesione arbitrariamente un derecho, está incumpliendo su posición de garante frente a 

las personas sujetas a su jurisdicción (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2006). 

Así mismo, los Estados están obligados a garantizar el libre y pleno ejercicio de los 

derechos y libertades consagrados en la CADH, en esa medida tienen el compromiso de responder 

por el buen funcionamiento de los entes administrativos y judiciales, en aras de garantizar la 

protección efectiva de los DD.HH (Co.IDH, 2006). 

Por otro lado, el artículo 2 de la CADH, consagra el deber de los Estados de otorgar 

mecanismos adecuados y efectivos a sus gobernados, y configurar sus normas internas con la 

finalidad de garantizar efectivamente los derechos y libertades de los instrumentos del SIDH, 

desarrollados por medio de la jurisprudencia de la Co. IDH. 
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En ese orden de ideas, se debe precisar que la CADH, es un tratado que a la luz del principio 

internacional Pacta Sunt Servanda, posee carácter vinculante, obligando a las partes a cumplirlo 

de buena fe. En consecuencia, los Estados no pueden utilizar su ordenamiento interno como 

justificación para el incumplimiento de los deberes y obligaciones adquiridos40 (Organización de 

las Naciones Unidas, 1969). Es por ello que los Estados deben abstenerse de respaldar, tolerar o 

participar en acciones u omisiones que puedan causar una violación a los DD.HH., en razón a la 

obligación adquirida al ratificar la convención. A causa de su incumplimiento, se podrá activar la 

jurisdicción del SIDH.  

Ahora bien, la CIDH ha afirmado que el derecho al desarrollo implica que cada Estado 

tiene la facultad de explotar sus recursos naturales, incluyendo el otorgamiento de concesiones y 

apertura a la inversión internacional, sin embargo estos procedimientos deben ir acompañados de 

medidas adecuadas y efectivas, en aras de no vulnerar los DD.HH. (CIDH, 2015). 

En esa medida, las normas interamericanas no limitan esta facultad, pero exhortan a los  

Estados a cumplir su posición de garante, velando por la protección de los derechos a la vida, 

integridad, salud, medio ambiente sano y en general, a todos aquellos derechos que se puedan ver 

menoscabados en el marco de proyectos de desarrollo y explotación (CIDH, 2015). 

Deber estatal de adecuar un marco legal adecuado y efectivo en la protección de los 

DD.HH. 

 

                                                                 
40 Art. 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo 1969. Entró 

en vigor el 27 de enero de 1980.  
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Inicialmente se puede definir esta obligación como la adopción de un marco sólido y eficaz 

que proteja los DD.HH. frente a actividades extractivistas de explotación o de desarrollo. Dicho 

de otra manera, deben existir mecanismos que prevengan y sancionen efectivamente cualquier 

amenaza a los DD.HH. (CIDH, 2015). 

En este sentido, la ausencia de regulación, la normatividad inapropiada o la falta de 

supervisión en la aplicación de las normas vigentes de cada Estado, puede generar situaciones que 

constituyan graves violaciones a DD.HH. Aunado a lo anterior, la CIDH considera fundamental la 

adopción de un marco legislativo que proteja la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y 

tribales, frente a las actividades extractivistas, de explotación o desarrollo, dado que estos pueblos 

se asientan en territorios ricos en recursos naturales (CIDH, 2015). 

De otra parte, la Co.IDH ha establecido que la obligación estatal de adecuar el marco legal,  

no se agota únicamente al consagrar los DD.HH en la Constitución Política de los Estados o en su 

marco legislativo, más aún, estas prerrogativas deben extenderse a todas las disposiciones jurídicas 

y aplicarse de manera eficaz (CIDH, 2015). De esta manera, es relevante que el Estado aplique su 

ordenamiento jurídico y así mismo obligue al cumplimiento de este a terceros (Organización de 

las Naciones Unidas, 2011). 

Siguiendo esta línea argumentativa los Estados deben establecer mecanismos 

administrativos y procedimientos adecuados y eficaces, destinados a proteger la reivindicación 

territorial de las comunidades indígenas, además de los derechos que la propiedad conlleva 
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intrínsecamente41 (Co.IDH, 2006). Visto lo anterior, la CIDH ha sido enfática en señalar que en 

los Estados recae la obligación de adoptar mecanismos por medio de los cuales, se pueda obtener 

la suspensión inmediata de los proyectos de extractivismo, siempre que existan afectaciones a la 

vida o integridad personal de las comunidades indígenas (CIDH, 2009).   

Por consiguiente, a las comunidades indígenas se les debe  garantizar el acceso a 

mecanismos específicos que: 

            atiendan sus particularidades como comunidad, teniendo en cuenta su especial vínculo con el 

territorio toda vez no es considerado como un medio de mera de posesión y producción, sino 

un elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su 

vida, su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras (Co.IDH, 2005, párr.124). 

 

Deber estatal de prevenir, mitigar y suspender los impactos negativos sobre los derechos 

humanos. 

 

A raíz de la obligación estatal de prevenir violaciones a los DD.HH, el SIDH ha 

desarrollado el concepto de diligencia debida (Co.IDH, 2006) el cual hace referencia a la 

obligación de investigar graves violaciones a DD.HH, acarreando el deber de prevención y 

protección con el fin de evitar dichas violaciones (CIDH, 2015). Así, el hecho ilícito violatorio de 

DD.HH que no comete directamente el Estado sino un tercero, implica la declaratoria de 

                                                                 
41 ver página 25 de esta investigación. 
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responsabilidad internacional del Estado, a causa de la falta de debida diligencia para prevenir la 

violación (CIDH, 2015). 

En efecto, el SIDH ha establecido que el Estado debe velar por el bienestar, de el o los 

individuos que se encuentren en situación de vulnerabilidad, ante un daño real e inminente, lo que 

implica la obligación de tomar las medidas necesarias para garantizar la protección de los DD.HH. 

Sin embargo, al no cumplir con esta obligación, bien sea por la existencia de un acto, omisión o la 

aquiescencia de agentes estatales se podrá configurar la responsabilidad internacional del Estado, 

habida cuenta de la existencia del nexo causal entre la actuación estatal y el daño (Lievano, 1998). 

No obstante, para corroborar esta responsabilidad, la Co.IDH ha establecido que: 

1) Las autoridades estatales sabían, o debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real 

o inmediato para el o los individuos. 

2) Las autoridades no adoptaron las medidas necesarias, para prevenir o evitar ese riesgo 

(Co.IDH, 2006). 

Es importante resaltar que estos presupuestos tienen cabida siempre y cuando la actividad 

generadora del daño no sea ejercida directamente por el Estado, contrario sensu, no habría 

necesidad de probar las situaciones precedentes, toda vez que se configura una responsabilidad 

directa42. 

                                                                 
42 La doctrina ha definido la responsabilidad directa, como el resultado que se da entre una acción, omisión 

o aquiescencia de un agente estatal y un daño, dando como resultado el nexo causal de la responsabilidad internacional 

directa  (Lievano, 1998). 
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Igualmente, es importante recalcar que la CIDH ha establecido que estas obligaciones son 

exigibles al Estado, en desarrollo de proyectos extractivos, previo a la autorización u 

otorgamientos de permisos, y durante la vida de los proyectos (CIDH, 2015). 

En este orden de ideas, los marcos de protección judicial deben incluir métodos efectivos 

de supervisión, y mecanismos de fácil acceso a la justicia cuando surjan daños a los DD.HH, como 

consecuencia de la actividad extractiva. Es por ello que los Estados pueden efectuar negociaciones 

con el país donde se encuentra la matriz de la empresa, con la finalidad de establecer mecanismos 

o medios en caso de que existan amenazas o violaciones a DD.HH. (CIDH, 2015). 

Deber de supervisión y fiscalización: en el marco de proyectos de extractivismo, 

explotación y desarrollo. 

 

El Estado es garante de la prevención a las violaciones a DD.HH., por lo tanto debe cumplir 

con  la debida supervisión, que se traduce en verificar que se esté implementando la normatividad 

vigente para las actividades de explotación, extracción o desarrollo; la fiscalización consiste en la 

constante revisión de la actividad misma, cerciorándose  de que no se ocasionen violaciones o 

limitaciones a los DD.HH., en el marco del extractivismo, desarrollo y explotación, dicho en 

palabras de la CIDH (2015)“ el cumplimiento del deber de prevención tiene una estrecha relación 

con la existencia de un sistema de supervisión y fiscalización coherente en los Estados donde se 

implementan, estos proyectos que alienten a los distintos actores que los llevan a cabo a evitar la 

vulneración de los derechos de la población en el área de influencia en que realizan sus 

actividades” (P.57) 
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Por otra parte la Co. IDH ha enfatizado el alcance de la responsabilidad del Estado (2013)  

“Cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la supervisión y fiscalización 

de la prestación de servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públicas 

o privadas (como es el caso de un hospital privado), la responsabilidad resulta por la 

omisión en el cumplimiento del deber de supervisar la prestación del servicio para proteger 

el bien respectivo” (párr. 150).  

Esto quiere decir que el Estado como garante de la prevención de una eventual violación a 

DD.HH., debe mantener constante supervisión y fiscalización por medio de sus entidades estatales, 

siendo menester adecuar el aparato gubernamental en aras de garantizar esta obligación 

internacional. 

De esta manera, estas obligaciones deben responder a las necesidades de las comunidades 

indígenas, tribales y afrodescendientes, por ello los medios de supervisión y fiscalización deben 

garantizar sus derechos, teniendo en cuenta su situación de especial vulnerabilidad y sus 

características propias. (CIDH, 2015, pág. 59). 

Medidas y mecanismos de reparación 
 

 En este apartado se abordarán las medidas de reparación, que de acuerdo al SIDH 

responden a las necesidades y características propias de los Pueblos Indígenas. Para ello, se 

expondrán los estándares desarrollados por la Co.IDH y la CIDH; comprendiendo las medidas de 

reparación como aquellas que tienden a desaparecer los efectos de las violaciones cometidas y su 

naturaleza, a partir de la cualificación del daño material e inmaterial (Co.IDH, 2006). 
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Estas medidas se encuentran contempladas en el artículo 63.143 de la CADH, derivadas de 

las obligaciones consagradas en el artículo 1.1 y 2 del mismo instrumento. Han sido desarrolladas 

en pronunciamientos del SIDH y en los principios y directrices fundamentales tendientes a 

concretar la reparación de las violaciones flagrantes de los DD.HH, postulados que permiten 

concretar las medidas de acuerdo a: el daño material, el daño inmaterial y medidas de satisfacción 

y garantías de no repetición. 

Daño material. 

 

La declaratoria de responsabilidad tiene por objeto la reparación de los sujetos, que se han 

visto perjudicados en razón de un daño. Este, se genera cuando se “destruye o menoscaba algunos 

de los derechos subjetivos” (Zea, 2010). En esa medida se clasifica el daño de acuerdo al derecho 

violado como: daño material e inmaterial. El primero debe entenderse como el detrimento de los 

derechos patrimoniales; y el segundo como un agravio en los sentimientos de orden afectivo(Zea, 

2010a). 

Ahora bien, en el marco de reparaciones a Pueblos Indígenas por daños generados con 

ocasión de actividades extractivistas, el Estado deberá tener en cuenta para estimar  la 

indemnización o reparación pecuniaria por daño material, los gastos en que incurre la comunidad 

indígena en acciones y gestiones a nivel nacional e internacional para exigir la protección de sus 

                                                                 
43 Artículo 63.1 de la CADH: 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en 

esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 

conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación 

que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
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derechos,  de igual forma, se debe puntualizar en los daños ocasionados al territorio y a los recursos 

naturales, y en últimas, reconocer las afectaciones a la vida económica de la comunidad en relación 

con la suspensión de las actividades productivas de subsistencia. 

En ese orden de ideas se caracteriza como daño material los gastos en que incurre una 

comunidad indígena para permanecer o recuperar las tierras y recursos naturales utilizados 

tradicionalmente, bajo el supuesto de que existe un nexo causal con los hechos violatorios de 

DD.HH y el acceso a la justicia; aun cuando dichos gastos hayan sido sufragados por un tercero 

(Co.IDH, 2005). 

Por tal razón, la Co.IDH considera necesario identificar a las personas merecedoras de una 

indemnización económica, a partir de la evaluación del contexto y la estructura familiar de la 

comunidad Indígena (Co.IDH,2012); Así mismo se debe determinar las circunstancias propias de 

cada caso, evaluando aspectos esenciales como el daño generado al medio ambiente, el uso del 

territorio, los recursos naturales, y los medios de subsistencia, en el entendido de que las 

actividades de explotación, extractivismo o desarrollo generan un daño irreparable a la propiedad 

comunal de los Pueblos Indígenas (Co.IDH, 2005). 

Es así como la Co.IDH estima que el monto otorgado en calidad de indemnización por 

daño material deberá ser utilizado por los miembros de las comunidades indígenas de acuerdo a 

sus necesidades, formas de decisión, usos, valores y costumbres (Co.IDH, 2005). 
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Daño inmaterial. 

 

El daño inmaterial se puede concretar en la afectación espiritual, moral, y sentimental de 

las comunidades indígenas como resultado de la falta o demora en la protección de los derechos 

territoriales. En esa medida dicho perjuicio origina el menoscabo a la vida e identidad cultural, así 

mismo, la ruptura del tejido social, toda vez que impide la transmisión de costumbres y prácticas 

ancestrales a futuras generaciones.  La Co.IDH, lo ha definido como un daño irreparable y una 

violación al derecho de propiedad comunal en tanto afecta el desarrollo de sus prácticas ancestrales 

y modos de vida44 (Co.IDH, 2005). En  

La Co.IDH, ha establecido como una forma de reparar el daño a la cultura, costumbres y 

usos, la creación de un comité y un fondo de desarrollo comunitario por medio del cual, de manera 

consensuada se establezcan mecanismos de reparación como: el suministro de agua potable e 

infraestructura sanitaria, proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de salud en beneficio 

de las comunidades indígenas, contando con la presencia del Estado en la ejecución de dichas 

acciones de reparación (Co.IDH, 2010). 

 

Medidas de satisfacción y garantía de no repetición. 

 

                                                                 
44 El artículo 21 de la CADH no solo protege la propiedad individual, sino el derecho a la propiedad en un 

sentido que comprende los derechos de los miembros de las comunidades indígenas en el marco de la propiedad 

comunal (Co.IDH , 2007) 
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La Co.IDH ha establecido como medida de satisfacción, el respeto y garantía de cuidado a 

los restos mortales, como una representación de la dignidad humana, columna vertebral de los 

DD.HH, en razón a la importancia de los rituales ancestrales desarrollados por los pueblos 

indígenas a causa de la muerte de algún miembro de la comunidad (Co.IDH., 2002). 

Otra medida de satisfacción, es un acto público de reconocimiento de responsabilidad por 

parte del Estado, tomando en cuenta las costumbres y el idioma de la comunidad, siendo 

concertado y decidido previamente con la comunidad (Co.IDH, 2005). Además, el Estado deberá 

implementar todos los mecanismos idóneos, como la promoción a través de medios de 

comunicación de amplia difusión. 

En lo atinente a la garantía de no repetición, se deben adoptar instrumentos para la 

reconstrucción y preservación de la memoria histórica colectiva, lo cual se traduce en la 

restauración de sitios emblemáticos, la creación de monumentos y programas que permitan 

visibilizar la cultura indígena en el marco de la transversalidad artística, lingüística y cultural 

propia de cada comunidad (Co.IDH, 2004). 

De la misma forma, es pertinente la incorporación de tratamientos médicos y psicológicos 

llevados a cabo por instituciones estatales, los cuales deben contemplar las prácticas medicinales 

ancestrales, respondiendo a las solicitudes y características de los Pueblos Indígenas. Lo anterior, 

previamente acordado con la comunidad, sin que resulte ser una imposición estatal (Co.IDH. , 

2014) 
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Los daños ocasionados a las comunidades indígenas degeneran el entramado social, toda 

vez que provocan la ruptura de sus costumbres y hábitos ancestrales, al impedir la trasmisión del 

saber comunal de generación en generación. Por ello, es necesario crear condiciones óptimas 

sujetas a las necesidades de la comunidad, que permitan la reconstrucción de su cultura, 

implementando programas de desarrollo sobre salud, educación, producción e infraestructura, 

señalando las actividades ejecutadas y la situación en que se encuentran. 

Aunado a lo anterior, es importante que el Estado despliegue proyectos encaminados a la 

producción agrícola que permitan la obtención de recursos para su subsistencia y soberanía 

alimentaria; asimismo se debe mejorar la infraestructura del territorio en que reside la comunidad 

garantizando el uso efectivo, también se deberán restaurar áreas deforestadas. (Co.IDH , 2015) 

  Ahora bien, en el marco de la obligación consagrada en el artículo 245 de la CADH,  una 

de las formas de garantizar la no repetición de las violaciones a DD.HH de los Pueblos Indígenas, 

es la adopción de disposiciones financieras, administrativas y legislativas que aseguren el derecho 

a la propiedad comunal, sobre los territorios y recursos utilizados tradicionalmente (Co.IDH , 

2015). 

                                                                 
45 Artículo 2, deber de adoptar Disposiciones de derecho interno: Si el ejercicio de los derechos y libertades 

mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados 

Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 

Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 

libertades. 
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Por ejemplo, en el caso de las comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la cuenca 

del Rio Caricá Vs Colombia (2013), la Co.IDH estima necesario la creación de mecanismos que 

permitan la delimitación de la tierra o la implementación de acciones de expropiación que  

garanticen la restitución de los territorios utilizados tradicionalmente por los Pueblos Indígenas, 

logrando así la restitutio in integrum46. Ahora bien, de no ser posible la devolución de las tierras 

tradicionales, se deberán entregar terrenos alternativos. En tal caso el Estado debe asegurar su 

elección conforme a la consulta, decisión, valores, usos y costumbres del Pueblo Indígena.  

En ambos escenarios ya sea la devolución o la entrega de tierras alternativas, es importante 

garantizar: 1) la calidad y extensión de las mismas; 2) la soberanía y la sostenibilidad de la 

propiedad comunal; 3). La delimitación, demarcación y el otorgamiento del título colectivo del 

territorio y 4) el aseguramiento del dominio pleno y efectivo. Estas funciones materializan la 

obligación del Estado de actuar de oficio y con extrema diligencia47  (Co.IDH, 2015). En caso de 

realizar la devolución de las tierras tradicionales, el Estado debe permitir la purificación del 

territorio en desarrollo de los rituales ancestrales de la comunidad, de igual forma debe promover 

políticas de seguridad, lo que se traduce en iniciar investigaciones y procesos judiciales efectivos 

que esclarezcan los hechos y determinen los responsables de los daños ocasionados. 

                                                                 
46 La restitutio in integrum comprende “el restablecimiento de la situación anterior y la reparación de las  

consecuencias que la infracción produjo y el pago de una indemnización como compensación por los daños 

patrimoniales y extramatrimoniales  incluyendo el daño moral” (Rojas, 2007) 
47 Dicha obligación de saneamiento corresponde ejercerla al Estado de oficio con extrema diligencia 

(Co.IDH, 2015) 
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Por otra parte, en aras de evitar la repetición de las violaciones a los DD.HH. de los Pueblos 

Indígenas, el Estado está en la obligación de promover capacitaciones para los funcionarios 

públicos, en especial para los jueces, obligándolos a resguardar los derechos consagrados en la 

CADH, impidiendo que se vean en detrimento o carencia por disposiciones del ordenamiento 

jurídico interno.  

En este orden de ideas, los puntos distintivos de las medidas de reparación son: 1) el 

reconocimiento legal de la personería jurídica colectiva en conjunción con un mecanismo de 

delimitación, demarcación y titulación de la tierra 2) la adecuación de los recursos judiciales 

internos que permitan el acceso a la justicia, teniendo en cuenta los usos y costumbres de los 

pueblos Indígenas; 3) el desarrollo de procesos de consulta concordantes a las prácticas y 

costumbres indígenas; 4) la realización de estudios de impacto ambiental y social y 5) la 

implementación de  mecanismos de compensación por la actividad ejecutada en razón a proyectos 

extractivos. 

Análisis del caso 
 

Entrevistas y cartografía social como herramientas para recolectar la información 
 

La recolección de información de fuentes primarias se hizo con base en entrevistas 

semiestructuradas, como técnica que permite recolectar información de forma oral, personalizada 

y en grupo. La entrevista posibilita el acceso a la información desde la perspectiva de actores 
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sociales de diferentes edades, que tienen una percepción única sobre la trasformación de su 

territorio.  

Esta técnica permite que las personas reflexionen sobre su pasado y presente, sobre la 

negociación y las reparaciones en procura de la salvaguarda de su territorio ancestral, sobre los 

cambios en los modos de producción, fuentes de sustento, empleo y redes acuíferas. Todo, con el 

fin de contrastar las reparaciones hechas a la comunidad con los estándares del SIDH. 

Las entrevistas se realizaron en el territorio en donde la comunidad fue reasentada, por lo 

que se entremezclan una serie de emociones, opiniones y sensaciones que enriquecen la 

información brindada. De otro lado, las entrevistas permitieron la integración de veinte personas 

de diversas edades y clanes, por lo que se logró la integración de distintos saberes y la 

identificación de elementos que son vitales para la comunidad.  

Los integrantes de la comunidad de Tamaquito brindaron información sobre el territorio, 

describiendo como era antes y como lo es actualmente, después del reasentamiento, y los cambios 

que produjo este suceso en la vida de la colectividad. Las narraciones se basaron en su 

cosmovisión, tradiciones y valores culturales.   

Algunas de las personas que participaron en las entrevistas se mostraron reacias a brindar 

información, dado que sentían invadido su espacio y en la atmósfera preponderaba un ánimo de 

incertidumbre frente a los resultados y los beneficios de la actividad para la comunidad. Lo 

precedente, teniendo en cuenta que en diversas ocasiones actores institucionales o académicos se 
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han acercado a la comunidad en un acto de saqueo de información, pero no han dejado nada para 

esta. 

De otro lado, actores como los abogados de la comunidad y de la empresa minera El Cerrejón 

Limited Company y defensores de DD.HH. fueron entrevistados, razón por la cual en la 

investigación se encuentran plasmados diversos puntos de vista.  

Las entrevistas se realizaron mediante el registro de voces a través de grabación 

electromagnética, por lo que una vez recogida la información, fue seleccionada para ser transcrita 

fielmente. 

Memoria del territorio ancestral a partir de la metodología de la cartografía social. 

 

La cartografía social emerge dentro de la etnografía en la década de 1970, posteriormente 

es realzada por Víctor Manuel Bonilla, cuando acuñó la palabra de “mapas parlantes y 

sonovisivos” con el fin de salvaguardar la historia ágrafa de algunas comunidades nativas del cauca 

colombiano, quienes a partir de su propia óptica organizaron y recolectaron un saber colectivo 

(Irene Vélez Torre, 12 abril de 2012).   

Posteriormente, Álvaro Velasco Álvarez acuña esta metodología con el nombre de 

poligrafía social, como una herramienta de la investigación acción participación desarrollada por 

el maestro Fals Borda, con el fin de emplear una metodología que permita comprender y sentir el 
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complejo entramado social que configuran los territorios, el cual a su vez es construido y narrado 

por los participantes (Emprender cultura de la Guajira, 2012).  

En ese sentido, a partir de una metodología participativa, colaborativa y dialógica que 

acoge diversas disciplinas, se abordan las manifestaciones sociales sobre el espacio y el territorio 

de Tamaquito origen y Tamaquito II.  

Corolario a lo anterior se crea una representación del suelo que apersona a los participantes 

de la transformación de su territorio y su incidencia como actores involucrados y afectados.  Es así 

que en palabras de Fals Borda (1987) se crea una “colectivización del conocimiento” que facilita 

la identificación de lugares importantes para el conglomerado que participa y la forma en la que 

visibilizan su territorio. De esta forma, se utiliza al mapa como un elemento de reflexión, elaborado 

por los actores sociales.  

El taller de mapeo del territorio de la comunidad indígena de Tamaquito, tiene como eje 

central elaborar mapas del pasado y del presente, en los cuales se pueda  evidenciar la división 

administrativa (infraestructura), el aspecto económico (cultivo y tierra) y la red de relaciones 

(relaciones entre los actores). Por último, cabe resaltar que el mapa es un instrumento que 

permite la construcción de la memoria histórica y el saber colectivo de las comunidades, 

generando así el conocimiento integral del territorio y apropiación del suelo y de las actividades 

que se realizan en este. 
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Metodología de la cartografía social 

 

  

 

 

El trabajo de campo se inició en marzo de 2017 y finalizó en junio de 2017. Durante el mes de 

abril se visitó la comunidad de Tamaquito durante una semana, las actividades se discriminan de 

la siguiente manera.  

● Se realizó una reunión con todos los participantes de la comunidad interesados en la actividad 

en la que se dibujaron los mapas. 

● Una reunión con el cabildo gobernador  
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● Una reunión con el líder o fundador de la comunidad  

Ilustración 2 Tamaquito II nuevo sitio 

 

Elaboración propia 
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Ilustración 3 Elaboración del mapa de Tamaquito origen 

 

Elaboración propia 

Ilustración 4 Tamaquito origen 

 

Elaborado con el instrumento de la cartografía social, por parte de los miembros de la comunidad 

de Tamaquito II. 
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Pasado de Tamaquito 

 

Para el desarrollo de este capítulo se tomarán los relatos de los habitantes de Tamaquito 

origen.   

Los indígenas de Tamaquito origen describen su territorio ancestral como un espacio rico en 

recursos naturales, el cual, además de proveer alimentos para el sustento de las familias, reunía 

espacios sagrados y vitales para la conservación de la cultura Wayuu.  

Tamaquito se ubicaba en el Municipio de Barrancas en el Departamento de la Guajira, se 

podía acceder a él desde el municipio de Hatonuevo o Albania. Desde las cercanías de este 

territorio se podía evidenciar su riqueza acuífera, ya que para llegar a las viviendas, había que 

vadear dos pequeños arroyuelos (Curvelo, 2000). Tamaquito, tenía una extensión de 10 hectáreas 

y 250548 metros cuadrados, colindando con los terrenos de distintos terratenientes de la zona49.  

El territorio era biodiverso, en este se podían encontrar varios tipos de árboles como la 

Ceiba, el Guayacán, el Olivo, la Olla de mono, el Trupillo, el Puy, el Aromo, el Guáimaro, entre 

otros.  En el asentamiento, convivían familias pertenecientes a la etnia Wayuu, que a su vez 

                                                                 
48 De acuerdo al contrato de Cesión de posesión de lote, compraventa de mejoras, transacción y regulación 

de programas sociales, entre El Cerrejón y la comunidad de Tamaquito, el terreno contaba con una extensión de 10 

hectáreas y 2506 metros cuadrados.   
49 Tamaquito colindaba por el norte con terrenos de Fermín Ureche Molina. Por el sur con terrenos de 

Fernando Daza. Por el Este con terrenos de Gonzalo Gómez. Por el oeste con terrenos de Fermín Daza. (Curvelo, 

2000)  



                                                                                                                                                                             82  

 

conforman los clanes Epieyú, Pushaina e Ipuana. De igual forma, residían personas de origen 

campesino, y una mujer oriunda de Barrancas (Curvelo, 2000). 

Los habitantes de Tamaquito, carecían de atención estatal en los ámbitos de salud, 

educación, servicios públicos domiciliarios y bienestar social. El abastecimiento de agua se 

realizaba en los arroyos y en un pozo artesanal que se utilizaba durante el estiaje (Curvelo, 2000). 

Cuenta una de las habitantes que tenían luz, sin embargo era “una plantica, lo prendíamos a las 

seis lo apagamos cuando nos íbamos a acostar y ya” (Epiayú, 2017). 

Los indígenas de Tamaquito practicaban la agricultura, la caza y la pesca. Así mismo 

laboraban en las fincas aledañas, como en las poblaciones de Tabaco, Roche y en la Serranía del 

Perijá. Luego, a partir de la llegada de la minería a La Guajira, el trabajo se redujo, ya que la 

empresa se fue apropiando de cada uno de los terrenos en los que laboraban los indígenas de 

Tamaquito.  

En los relatos, se encuentra que los indígenas de Tamaquito caminaban a los alrededores y 

realizaban las actividades tradicionales, las cuales eran transmitidas de padres a hijos, como la caza 

y la pesca. Por ejemplo, una madre Wayuu cuenta lo siguiente:  

“Yo mandaba a los niños a la Sierra yo tenía mis alimentos, yo tenía que na’ más comprar 

el arroz (…)” 
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Ahora bien, dentro de las actividades económicas de la población, además de la agricultura, 

se encontraba la cría de algunos animales50, como ganado y aves. De otro lado, las mujeres se 

encargaban de la elaboración de artesanías como chinchorros y mochilas. Cuenta el cabildo 

gobernador de la comunidad que los animales tenían “(…) doble propósito, cría y para consumo” 

(Epiayú J. F., 2017). De manera semejante se utilizaban para pagar faltas, por ejemplo “para sanear 

algo: un problema, se paga para limpiar (…), y uno paga con el animal, el chivo, la vaca, el 

chirinchi (…) el caballo” (Epieyú J. F., 2017) 

De igual manera, los animales se utilizaban para otro tipo de prácticas, ejemplo de ello es 

la dote, que se refiere a una cantidad de animales, en especial chivos, que se otorgan a favor de la 

familia de la mujer que contrae nupcias con el fin de ganar el cariño o afecto de su familia. 

Narran los habitantes que después de la llegada de la mina, los animales se enfermaron, o 

algunos se murieron a causa de la contaminación. A la vez los terratenientes vendieron sus tierras 

y “la empresa comenzó a poner propiedad privada, y por seguridad el que encontraran por ahí se 

lo llevaban, nos mataban los animales con las máquinas […]” (Epiayú J. F., 2017). A causa de lo 

precedente, la comunidad tuvo que vender algunos de los animales que lograron sobrevivir. 

La comunidad de Tamaquito se alimentaba de los productos que sembraban, tales como la 

yuca, ahuyama, maíz, malanga, entre otros, así como de los árboles frutales que rodeaban el 

                                                                 
50 Los habitantes de Tamaquito subsistían de la cría de ganado, ya que “el clima y la vegetación de la 

montaña dificultan el pastoreo de cabras”, además extensión de tierra no permite la cría y el pastoreo de los animales 

característicos de la región (Curvelo, 2000, pág. 34). 
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territorio. A la vez, la chicha formaba parte de la alimentación diaria de los indígenas, como lo 

relata Rosita Epíeyuu, al describir la importancia de la chicha y de la siembra del maíz, así: 

“Bebiendo chicha, luego y terminan la chicha y vuelven a hacer. Uno siembra el maíz pa’ comer, 

no pa’ vender, si te doy más, lo das a la familia. Lo regala a las primas, a la hermana, al nieto” 

(Epíayu R., 2017). 

Otro rasgo a resaltar de la alimentación de la comunidad, son los árboles frutales, en 

especial, el Guáimaro51. Rosita Epíeyuu se refiere a este como: “una mata grande que, ella echa 

una frutica chiquitica, como cereza, y eso cuando está hecho se cae y ahí lo recogemos” (Epíayú 

R. , 2017). Esta frutilla se empleaba para distintos alimentos de la comunidad.  

“Hacíamos el dulce con guáimaro, con leche, hacíamos un arroz de guáimaro, hacíamos 

una sopa de guáimaro, hacíamos chicha de guáimaro. Lo que queríamos hacer” (Epiayú, 2017). 

De igual forma, la comunidad se alimentaba de aceitunas y cerezas. 

Respecto a la infraestructura de Tamaquito origen, las personas contaban con casas y 

lugares comunales fabricados por ellos mismos, las cuales variaban de tener 1 a 3 habitaciones. 

“La casa de nosotros era de barro de barita, allá. Hay unos que tenían casas de madera, de palma, 

así” (Epiayú, 2017). Cada familia poseía menos de 1 hectárea, la cual correspondía a “0,410 m2 

disponibles para cada unidad familiar de procreación” (Curvelo, 2000, pág. 37). 

                                                                 
51  Nombre en latín Brosimum Alicastrum.  
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Por otra parte, en lo concerniente a los recursos hídricos, en Tamaquito origen se podían 

encontrar diversas fuentes de agua dulce, el arroyo Kaurina era uno de los más importantes del 

territorio durante la época de lluvias.  Diversas actividades se realizaban alrededor de los arroyos, 

algunas que entramaban un significado superior ya que ayudaban a afianzar los lazos familiares.  

“(…) Eso era lo que me gustaba más de Tamaquito origen, el agua, nos íbamos para el arroyo a 

lavar, allá llevaba mis hijos, toditos, allá cocinaba. Y uno lava más rápido allá, no tiene que llevar 

ponchera ni nada” (Epiayú, 2017). 

Ahora bien, en lo atinente a la medicina ancestral practicada por la etnia Wayuu, los 

habitantes de Tamaquito, recurrían al uso de las plantas medicinales como “el anamú, él almacigo 

y las hojas de limón” con el fin de curar las enfermedades (Curvelo, 2000, pág. 42) 

Respecto a las danzas que les enseñaban a las niñas en su territorio ancestral, se encontraba  

la Yonna y la Chichamaya, dentro de los relatos se encuentra que los Wayuu practican estas danzas 

en fechas especiales.   

“(…) Los niños bailan, los grandes, hasta nosotros cuando tenemos algo nos venimos a 

bailar, Cuando soñamos que vamos a hacer esto, y lo hacemos, pa’ que no nos pase algo” (Epiayú, 

2017). 

“Ya los grandes ya saben, hay una muchacha que trabaja en eso de los bailes, y hay 

también un muchacho que trabaja en lucha libre, los barones, ponen su gayunito y su 

gayuco (sic), tienen su wamanita (Epiayú, 2017)”. 
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De otro lado, los indígenas de Tamaquito practicaban la ombligada, conocida como la 

práctica en la cual “al nacer, el ombligo y la placenta se siembran junto con una planta o elemento 

natural en lugares especiales para establecer así una relación especial con la naturaleza y con el 

ciclo vital” (Grupo de Memoria Histórica, 2010). En Tamaquito origen la ombligada se efectuaba 

en el patio de la casa. Para la comunidad, tiene gran trascendencia realizarla, ya que la consideran 

un rasgo que identifica la cultura Wayuu.  

Es malo que el gallinazo se coma la placenta de los niños, se vuelven locos” (Epiayú, 2017).  

“Tú sabes que ahora en día, los Wayuu, unos, se vuelven loquitas, se van por ahí, viven por ahí 

lejos. No son como uno que vive sentadito haciendo que la mochila, el chinchorro, así… Ahora en 

día se está como perdiendo eso (…) porque hay unos que paren en hospital, entonces eso lo botan 

por ahí y uno no sabe. Y uno no, uno paría antes en la casa y enterrábamos eso. Eso es malo por los 

pájaros, por el gallinazo come eso. Eso lo dicen los viejos de nosotros, mi mamá, mi padre y 

cogemos costumbre por el papá” (Epiayú, 2017). 

Con todo, la llegada de la mina también influenció la atmósfera de Tamaquito, ya que los 

habitantes percibían el material particulado de la mina en el aire, lo que empeoraba su permanencia 

en el territorio. 

“(…) Cuando llovía había una cosa como lodo, (…) tarde la noche nos sentíamos mal, a veces nos 

arropábamos la cabeza, todo eso, por el olor. Sentíamos mal olor. “[…] Cuando la brisa hace así 

(sonido de la brisa), como un sereno, pero no sereno, sino la tierra, el polvillo quizá. (…) Los niños 

más pequeños se despertaban en la noche (…), se apretaban”. 
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En palabras de una de las mujeres mayores de la comunidad “(…) el olor, cuando llueve 

huele hediondo como mortecino” (Epiayú R. , 2017). 

A raíz de las afectaciones anteriormente descritas y el descontento general de los miembros 

de la comunidad Tamaquito origen, se inician una serie actuaciones encaminadas a la reparación 

de los daños y perjuicios generados por la actividad minera de El Cerrejón. 

Estrategias utilizadas en la negociación entre el cerrejón y tamaquito  

 

Desde el año 1996 la Comunidad de Tamaquito II empezó a tener una disputa con El 

Cerrejón Limited Company, a raíz del polvillo de carbón que caía en los cultivos y en el territorio 

de la comunidad, por los ruidos producidos por las explosiones con dinamita, y  por el 

confinamiento producido a la comunidad. 

En razón a lo anterior la comunidad empezó a realizar requerimientos a la empresa con la 

finalidad de concertar un reasentamiento, pero las respuestas siempre fueron negativas por dos 

motivos fundamentales, que respondian a que Tamaquito origen era considerado un asentamiento 

y no una comunidad indígena, y que no se encontraba en la zona de influencia de la empresa, es 

decir que se ubicaba fuera de los 5km a la redonda de alguna de las minas de El Cerrejón, en esa 

medida la empresa no sentía responsabilidad de reasentar a está comunidad. (González, 2017) 

Es decir que, a pesar de existir afectaciones en el territorio de la comunidad, no fue 

suficiente para que la empresa decidiera realizar un reasentamiento, puesto que no estaba ubicada 

en la zona de influencia, y por ende no tenía tal derecho, motivo por el cual la comunidad realizó 



                                                                                                                                                                             88  

 

diversos derechos de petición, como lo relata el señor Jairo Fuentes: “ (…) al municipio de 

Barrancas le pusimos varios derechos de petición, a la personería, directamente al municipio, al 

departamento, agotamos todos esos mecanismos (…). 

A pesar de los requerimientos hechos a entidades nacionales, departamentales y 

municipales no se le brindaron las garantías a la comunidad, ni fue incluida en el Plan de Acción 

al Reasentamiento por parte de la empresa (González, 2017). Sin embargo esta recibió 

capacitaciones por parte del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, la Fundación Indepaz, 

Acción Permanente por la Paz y Colombia- Suiza, organismos fundamentales en el asesoramiento 

de la comunidad frente a la disputa. Con base en dicho asesoramiento la comunidad decidió iniciar 

una estrategia internacional para poder conseguir una negociación con la empresa (Epiayú J. D., 

2017). 

De conformidad con lo anterior, Jairo Fuentes, cabildo gobernador de la comunidad decidió 

desarrollar diversas estrategias tendientes al fortalecimiento de la comunidad por medio de  talleres 

y actividades, puesto que tenía conocimiento que El Cerrejón buscaba generar la ruptura del tejido 

social de las comunidades afectadas por la minería:  

“Nosotros no permitimos eso, por eso digamos era una debilidad para nosotros como comunidad y 

que la empresa podía romper ese tejido social, organizativo y político de la comunidad entonces, 

es uno de los logros, que yo comencé a preparar a la comunidad”  (Epiayú J. D., 2017) 
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De igual forma decidió crear un reglamento para el comité del cabildo, que establecía 

funciones para cada una de las autoridades. Así mismo, Jairo Fuentes dispuso viajar a Alemania, 

Australia, Suiza, Boston, Washington y Miami (países donde la empresa distribuye energía), con 

la finalidad de concientizar a los consumidores de energía, acerca de las violaciones a los DD.HH 

de las comunidades indígenas, campesinas y Afrodescendientes, a causa de la actividad en El 

Cerrejón (Epiayú J. D., 2017). 

Está sensibilización la realizó el señor Jairo Fuentes a través de fotografías y el documental 

“La buena vida”, herramientas que permitieron dar a conocer públicamente los perjuicios causados 

a Tamaquito, dando paso a que el cabildo gobernador concertara reuniones con congresistas y 

ministros de distintos países, con el objetivo de solicitarles mayor rigurosidad en la legislación que 

atañe a las empresas carboníferas. Al mismo tiempo, los consumidores enviaron requerimientos a 

la empresa para que esta incluyera a la comunidad en el Plan de Acción de Reasentamiento, como 

lo relata Jairo Fuentes: “por ejemplo ellos mandaban cartas a El Cerrejón, a los accionistas diciendo 

de que respetaran los derechos, que se sentaran a negociar de buena manera con las comunidades” 

(Epiayú J. D., 2017).  

Como resultado de la incidencia internacional realizada por la comunidad, en cabeza de 

Jairo Fuentes, en el año 2006 los accionistas enviaron una comisión, en aras de verificar y 

confirmar la existencia de afectaciones a la comunidad; como resultado de dicha comisión, los 

accionistas decidieron que la empresa El Cerrejón Limited Company, debía iniciar negociaciones 

con la comunidad.  En el año 2007 comenzó la negociación, como lo narra el señor Jairo Fuentes 
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“no fue porque (…) la empresa de buena voluntad “vamos a sentarnos”, no. Eso fue a través de 

una presión de la comunidad, de una sola voz, de mantenernos (…) hicimos valer esa resistencia 

de nosotros” (Epiayú J. D., 2017). 

Negociación y reasentamiento de la comunidad  
 

La comunidad Tamaquito II realizó una consulta autónoma desde el año 2004 hasta el año 

200652, acerca de la posibilidad de realizar un reasentamiento o permanecer en su territorio 

ancestral. En el año 2007 la empresa acepta la propuesta de realizar un reasentamiento. 

 El cabildo gobernador de la comunidad narra los resultados de la consulta: 

“Nos sentamos, hicimos un documento donde pasamos primero tema tierra, tema vivienda, tema 

proyecto productivo, tema compensación e indemnizaciones tanto individuales como colectivas, 

tema espiritual y cultural, tema de programas sociales, digamos ese fue el paquete que nosotros 

entregamos para discutir con ellos” (Epiayú J. D., 2017). 

De igual forma en esta consulta se realizó un cronograma de actividades, en el cual se 

estipuló un tiempo determinado para tratar cada tema, considerando que en otras negociaciones la 

empresa impone el tiempo. En ese orden el señor Jairo relata: “eso era para mí un poco para 

confundir a la comunidad dentro de su propuestas, entonces nosotros no: hasta que no salgamos 

del punto tierra no abordamos el otro punto de vivienda” (Epiayú J. D., 2017).  Esta consulta se 

                                                                 
52 El señor Jairo fuentes explicó en la entrevista realizada el 12 de abril de 2017, por parte de las 

investigadoras de la presente monografía, qué es una consulta autónoma, la cual debe entenderse como un proceso 

que se realiza la comunidad indígena con el fin de tomar una decisión respecto a un tema en específico.  
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realizó con el fin de evitar una negociación insuficiente: “(…) porque las otras comunidades es un 

fracaso, es triste digamos las otras negociaciones de las otras comunidades reasentadas, porque a 

pesar de que toda esta comunidad fue colectiva, una sola voz, un solo acuerdo, la empresa 

incumple” (Epiayú J. D., 2017). 

En este orden de ideas, en el contrato de transacción realizado entre la comunidad de 

Tamaquito II y Jorge Álvarez Posada representante legal de la empresa El Cerrejón Limited 

Company, se acordó: 1) la cesión de la posesión de las 10 hectáreas y los 2505 m² a la empresa, a 

cambio de un nuevo predio, denominado la Liga, con extensión de 300 hectáreas; dado a título de 

donación y bajo la condición de constituirlo como resguardo indígena. Por otro lado,  también se 

concertó la no explotación del predio de Tamaquito origen, con la finalidad de que la comunidad 

pudiera conservarlo como sitio sagrado; 2) entregar un capital semilla en aras de implementar 

proyectos productivos, así mismo un asesoramiento profesional  para identificar, definir y formular 

los mismos; cabe resaltar que se acordó que los proyectos productivos serian acorde a la vocación 

histórica agropecuaria del predio. 

3) el financiamiento de la educación de cualquier miembro de la comunidad Tamaquito II, para  

acceder a la universidad hasta el año 2023; 4) un apoyo económico de vejez a las personas mayores 

de 65 años; 5) el traslado de los difuntos al nuevo cementerio de la comunidad; 6) el mejoramiento 

del servicio a la  salud y educación; 7) se asignó un monto de trescientos cuarenta millones, para 

los ritos ancestrales que debe hacer una comunidad Wayuu cuando se trasladan de territorio y 8) 

la construcción de un sistema de acueducto y alcantarillado. 
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Ilustración 5 Tamaquito II nuevo sitio 

 

Elaborado con el instrumento de cartografía social por los miembros de la comunidad de Tamaquito II. 

 

Presente de Tamaquito 
 

“Donde hablan que los reasentamientos, las empresas y el Estado colombiano habla 

de que, que es la solución de reasentar a una comunidad a otro lugar, donde hablan 

que va a haber unas oportunidades, mejorar su calidad de vida, y van a ser felices 

en otro lugar. No,  Nosotros lo estamos viviendo en este momento, llevamos ya, 

vamos a cumplir 4 años en agosto de estar en esta comunidad, de estar en este lugar, 

nos sentimos encerrados, no conocemos bien todo este territorio, muchas familias 

ni conocen estas áreas para acá, solamente conocen su vivienda ahí mismo y salen 
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al municipio de Barrancas, ¿por qué? porque todavía el tema espiritual no aceptado 

bien a los miembros de la comunidad, estamos construyendo de esa aceptación, 

porque no tenemos todo, lo que nosotros teníamos allá en nuestro territorio. A pesar 

que compensaron, indemnizaron y nos hicieron una vivienda que nosotros les 

enseñamos (diseñamos). Hubo unos modelos de proyectos productivos para la 

sostenibilidad de la familia, no ha sido suficiente todo esto para nosotros. Ese 

traslado no tiene un precio para nosotros, la comunidad indígena de Tamaquito, 

porque estamos viviendo todos esos impactos, en este territorio” (Epiayú J. F., 

2017). 

La comunidad de Tamaquito origen fue reasentada a Tamaquito II en agosto de 2013, este 

terreno se encuentra ubicado en el municipio de Barrancas, en el departamento de la Guajira, tiene 

una extensión de 300 hectáreas53.  

La zona que habita en la actualidad la comunidad es árida y escasa en recursos naturales, 

ya que no se cuenta con diversidad de animales, plantas y fuentes hídricas que servían de sustento 

y fuente económica para los habitantes de Tamaquito origen. En el territorio se encuentran algunos 

árboles y abunda el guineo. 

Desde el 2007, la comunidad de Tamaquito ha recibido acompañamiento de la empresa El 

Cerrejón, y una vez realizado el contrato de transacción, se estipuló el acceso a los servicios 

                                                                 
53 En entrevista realizada a Carlos Guerra, abogado de El Cerrejón se encuentra que el territorio actual mide 315 

hectáreas. 
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públicos de electricidad y agua potable, así como la construcción de la escuela para los menores, 

un centro de salud y un espacio de reunión comunitario, estos se evidencian en el mapa con techos 

de color azul.  

Sin embargo, la carencia de presencia estatal ha sido una constante en el proceso de 

reasentamiento, así como lo narra una de las mujeres mayores de comunidad quien manifiesta que 

el alcalde fue una vez e “hicieron un evento, mataron una vaca, hicieron sopa y todo eso, una sola 

vez fue na más, ni más, ni venir (…) aquí” (Epiayú, 2017). 

En Tamaquito II, los indígenas no practican la agricultura de la misma forma como la 

ejercían en su territorio ancestral, dado que el terreno es árido y poco fértil, puesto que en antaño 

se utilizaba para el pastoreo de ganado. A su vez, Tamaquito II está rodeado de fincas cercadas, 

razón por la cual los habitantes de la comunidad no pueden realizar la actividad de caza y de pesca, 

tal como lo relata el líder de la comunidad: 

“No tiene peces, por ejemplo una de las cosas que no hemos podido ejercer es la actividad de caza 

y pesca (…), nos toca comprar el pescado en Barrancas para poder consumirlo (…)” (Epiayú J. F., 

2017). 

De igual forma, el clima es bastante cálido y no llueve como en Tamaquito origen, lo que 

impide que la siembra prospere. Algunos de los habitantes han perdido sus cosechas. 

 “Dos veces ya he perdido la cosecha. Se seca, se pierde. Casi no llueve, llueve en vez en cuando, 

entre un mes, así, no llueve así como allá” (Epiayú R. , 2017). 
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Afirma el líder de la comunidad que: 

 “Hay poquitas huertas, (…) hemos podido sembrar en cada vivienda, su matica de yuca, su matica 

de maíz y de guineo para medio sobrevivir, y aquí hemos tenido problemas de niños que se han 

bajado de peso, problemas de desnutrición, y eso nosotros lo hemos caracterizado porque no 

tenemos todo los elementos que nosotros teníamos, todos esos árboles frutales (…)” (Epiayú J. F., 

2017). 

Sin perjuicio de lo anterior, el territorio se presta para sembrar fríjol, patilla y ahuyama cuando el 

clima mejora.  

“(…) Mi papá tenían un cultivó, un poconón de fríjol porque la lluvia estuvo buena, sacó un quintal 

de fríjol, lo vendieron allá  en el pueblo en libra. Y eso mi papá hizo plata con eso, porque mi papá 

vendió a mil quinientos la libra. Si tuviera uno agua vendería, cultivaría uno la ahuyama, vendería 

uno esto, estuviéramos viviendo del cultivo, pero si no tiene agua (…)” (Epiayú, 2017) 

Dentro de las actividades económicas de la comunidad, preponderan las artesanías por 

encargo de chinchorros, mochilas y manillas. El pastoreo de ganado ya no es una actividad común 

entre los indígenas, puesto que la mayoría de familias no cuentan con animales, y los habitantes 

de Tamaquito no conocen a los dueños de las fincas vecinas, motivo por el cual no hay posibilidad 

de empleo como jornales.  

Por su parte, los árboles frutales escasean en el territorio. No hay Guáimaro, cerezas ni 

aceitunas, por ende, la dieta alimentaria de la comunidad se ha modificado. Aunado a lo anterior, 
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la comunidad debe recurrir a comprar los alimentos que antes sembraban, como se evidencia en el 

siguiente relato: 

“Por ejemplo la fruta del aceituno, estamos planteando sembrar aquí, hay unos cuantos que están 

pequeños que los hemos sembrado, porque no hay, el jobo no hay, por ejemplo el cotoprix nosotros 

no hemos probado un cotoprix y un mamón aquí, un mamón de leche, caracolí, el guáimaro, todas 

esas frutas digamos que tienen su temporada y nosotros recolectamos, y digamos un alimento 

nutritivo para nosotros porque tiene diferentes características, aquí no hay esos árboles , por 

ejemplo ahorita que es la época del cotoprix, no hay, donde nosotros todo en estas épocas salíamos 

tres, cuatro o cinco grupos, los jóvenes a recolectar cotoprix y mamones y ahora no hay” (Epiayú 

J. F., 2017) 

  

De otro lado, cada familia de Tamaquito II recibió una casa, la cual fue diseñada por los 

indígenas. Estas casas tienen 3 habitaciones y  una sala de estar; afuera de esta se encuentra el 

baño, la cocina y la enramada. Sin desmedro de lo anterior, la comunidad se ha encargado de 

construir cocinas y casas de bareque, ya que se sienten más cómodos y frescos en sus casas 

tradicionales. 
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Elaboración propia 

 

 Elaboración propia 

 

Con las casas, dijeron que iban a arreglar las casas, y las casas no las han arreglado. Hay casas que 

se están rajando (…), las barequitas esas que ve arriba, se están comiendo las plagas (…), y arriba 

oxidando. Y eso no lo han arreglado, ellos dijeron que lo iban a arreglar, na más ellos están este 

Ilustración 6 Casa de bareque Tamaquito II 

 

Ilustración 6 Casa de bareque Tamaquito II 

Ilustración 7 Casas fabricadas por El Cerrejón, Tamaquito II 
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año,  dicen no sé. Ellos dicen una cosas, demora, no cumplen con lo que ellos dicen, pasa 2 meses, 

3 meses, así es que vivimos, todo eso… (Epiayú, 2017) 

Aunado a lo anterior, un aspecto fundamental es la carencia de recursos hídricos, ya que 

dentro de las casas, si bien se encuentra instalado un sistema de acueducto y un tanque, este no 

funciona, y la comunidad tiene que recurrir a llenar baldes de agua para ejercer sus actividades 

diarias.  

“Aquí no más hay agua pa’ beber en el tanque. Nosotros allá no pagamos agua ni nada. Allá no 

pagamos nada, ni luz. Aquí es diferente, tenemos que pagar agua, comida. Allá, no piensa uno que 

no tiene agua, no tiene, ahí están los arroyos” (Epíayu R. , 2017). 

La falta de agua también afecta la posibilidad de adquirir animales para la cría y venta, ya 

que el recurso hídrico únicamente alcanza para la subsistencia de las familias “Aquí no se puede 

tener mucho ganado porque (…) no hay agua (…). Tenemos poquita agua para consumir nosotros” 

(Epieyú, 2017).  

Las 300 hectáreas de Tamaquito II no cuentan con variedad de arroyos, y debido al clima 

estos permanecen secos. Sin embargo el arroyo el Mamón, es para la comunidad uno de los sitios 

sagrados en su nuevo territorio, ya que es la única fuente hídrica que permanece con agua.  

En palabras del cabildo gobernador: 

En este arroyo que es el arroyo mamón, nosotros lo hemos observado como una reserva forestal, 

como un sitio sagrado, y no tiene, digamos, y no tiene no para agua abundante en este arroyo, no 

podemos hacer nuestras actividades como lo hacíamos en el anterior. Tenemos un pozo que es para 
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el consumo (…), de la comunidad, para el agua potable. Tenemos un molino que no es suficiente, 

donde na’ más pueden beber los animales y no podemos hacer. Un hawei que nunca se ha llenado 

de agua, se filtra, para almacenar el agua, y entonces uno de los grandes problemas para ejercer 

nuestra actividad, ha sido el agua, donde el acuerdo dice del traslado de la comunidad, que iba a 

garantizar una sostenibilidad a largo plazo, y ha sido al contrario, aquí nosotros de ser 

anteriormente, donde nosotros éramos productores ahora somos consumidores, donde el poquito de 

indemnizaciones nos ha tocado comérnoslas, comprar la yuca” (Epiayú J. F., 2017). 

“Lo que ha cambiado son los arroyos, porque allá los arroyos no se secan, es el cambio de acá, 

porque esto es seco, esto es caliente. No es como allá, que allá hay el agua, vamo al arroyo, 

convidamos los niños, llevamos los chinchorros, pasábamos un día ahí y todo eso y… ¡vivíamos, 

mejor dicho! No solo en la casa” (Epieyú, 2017). 

Aquí no, Aquí pa’ donde vamos, ¿dónde están los arroyos que habían allá?, los palos allá son 

frescos (Epiayú, 2017). 

Ahora bien, respecto a la medicina ancestral la comunidad de Tamaquito no puede emplear 

los mismos remedios, ya que no se encuentra la variedad plantas a la que estaban acostumbrados, 

como lo narra el cabildo gobernador.  

“Uno de los temas que afecta también es el tema de las plantas medicinales, no contamos con todas 

las características de (…) las plantas medicinales, aquí hay como unas, hemos destacado por ahí 

unas 10 plantas en este lugar, y (…) allá en el lugar de sitio donde nosotros podíamos practicar para 
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la cura (…), de los animales mismos le dábamos plantas medicinales, ahora no, nos toca aplicar lo 

que es de la parte occidental” (Epiayú J. F., 2017). 

De otro lado la práctica de la ombliguera se ha abandonado, ya que por la cercanía al 

municipio de Barrancas, las mujeres próximas al parto, prefieren ir al hospital que parir en su 

propia casa, como lo expone María Epiayú: 

“Si nace aquí en la casa sí, porque ahora en día nacen en hospital, tienen que hacer cesárea, y eso 

es lo que nunca vimos” (Epiayú, 2017).  

Respecto a las prácticas culturales, la comunidad de Tamaquito cuenta con pistas para 

practicar deportes de lucha libra, tiro de piedra, tiro de cordón y el baile de la Yonna.  

“El juego tradicional, lo niños, hacen lucha libre, todo eso, se ponen su huayuco los niñitos” 

(Epiayú, 2017). 

Relaciones vecinales y comunitarias 

 

Para abordar esta sección se tendrán en cuenta dos tipos de relaciones vecinales, la primera 

atañe a la relación que mantenían los habitantes de Tamaquito con los integrantes de la misma 

comunidad, a esta la denominaremos relación vecinal interna; y la segunda, se entenderá como la 

relación que tenían los habitantes de Tamaquito con las personas que vivían en las fincas aledañas, 

a lo que llamaremos, relación vecinal externa.  
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En lo atinente a la relación vecinal interna en Tamaquito origen, las familias permanecían 

unidas en cuanto a la distancia que separaba un predio del otro, y al trato que manejaban entre 

ellos. Por su parte, un joven de la comunidad expresa lo siguiente: 

Allá era mucho mejor porque era más pequeño el área de vivienda, estaban muy cerca las casas, 

andaba  yo veía que los tíos iban bebían café, paseaban, en la casa en la mañana pasaban a beber 

café, y todo eso,  ahora es ahora más grande, más amplio más, y yo no he visto eso ahora, que los 

tíos de uno van a beber café a hablar y ahora están muy dispersos cada quien en su casa, no sé tratan 

más (…) (Ipuana Oriana, 2017). 

De otra parte, en lo concerniente a la relación vecinal externa, el reasentamiento trajo 

consigo una afectación directa en este aspecto, dado que los vecinos en Tamaquito origen eran los 

que proveían de trabajo a la comunidad indígena, así como de diversos alimentos que estos no 

producían en su terreno.  

De igual forma, eran los compañeros de una comunidad que prácticamente estaba alejada 

de la civilización, por eso, los vecinos externos eran esas personas que junto con los habitantes de 

Tamaquito, caminaban a la Sierra del Perijá en busca de alimentos, para después hacer un canje 

entre comunidades.  

El cambio fue muy arduo para los habitantes de Tamaquito origen, por ello frente al aspecto 

de la pérdida de sus vecinos muchos manifiestan lo siguiente: 
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“Yo me siento mal aquí, allá no, porque visitábamos a los vecinos, vamo’ a pasarlo un rato ahí 

donde tienen finca, hay la leche y todo eso. Y adónde vamos hoy ¿adónde? Si no tenemos aquí” 

(Epiayú, 2017). 

De igual forma, otro aspecto que ha influido en la pérdida de relaciones vecinales externas, 

es la imposibilidad de caminar por los alrededores de su territorio, y el desconocimiento de las 

personas que los rodean, como lo afirma una de las mayores de la comunidad: 

“Sí caminábamos en el primer Tamaquito, íbamos a adonde los vecinos, ellos venían adonde 

nosotros, compartíamos con ellos, compartíamos en las fincas de ellos, íbamos para la Sierra (...), 

llevábamos lo que era arroz el azúcar, y traíamos los alimentos, traíamos lo que es la malana, el 

guineo […]” (Epiayú, 2017). 

La relación fraterna que existía entre los habitantes de Tamaquito origen y sus vecinos se 

basaba en la ayuda mutua, dado que los finqueros permitían que los indígenas cultivaran en sus 

terrenos. “Hay unos finqueros que ellos cultivan, a veces se van los hermanos, pedimos un pedacito 

de terreno (…), para sembrar la yuca, la patilla, la ahuyama y de eso traíamos, y nos ayudábamos, 

así los vecinos (…) nos relacionábamos” (Epiayú, 2017).  

De acuerdo a lo anterior, los indígenas de Tamaquito II encuentran como un obstáculo, la cerca de 

los terrenos aledaños. Pese a que Tamaquito origen era reducido, el terreno por el que podían 

caminar, cazar y pescar era mucho mayor, como lo explica el cabildo gobernador: 
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“(…) No podemos cruzar para esos territorios porque ya están limitados, solamente 

nosotros podemos andar aquí, cuando anteriormente en nuestro sitio de origen podíamos 

hacer diferentes actividades en otros lugares” (Epiayú J. F., 2017). 

En los siguientes apartados se abarcaran las afectaciones a los ritos y cultos ancestrales, al 

trabajo Indígena y transición de las actividades económicas, al territorio y a las fuentes hídricas 

considerando que persisten pese al reasentamiento de la comunidad de Tamaquito  II. 

Afectación a los ritos y cultos ancestrales de la comunidad de Tamaquito II 

 

De acuerdo a los postulados del SIDH la afectación al territorio y recursos naturales, genera 

perjuicios en las prácticas y modos de vivir de los Pueblos Indígenas, así mismo el SIDH ha 

dispuesto como medida reparación a dichos perjuicios la creación de condiciones óptimas sujetas 

a las necesidades de la comunidad, que permitan la reconstrucción de su cultura e identidad, 

reconociendo la importancia de restablecer sitios emblemáticos, la creación de monumentos y 

programas que permitan visibilizar la cultura indígena en el marco de la transversalidad artística, 

lingüística y cultural propia de cada comunidad. 

En esa medida se analiza la afectación a los ritos y cultos ancestrales de la comunidad de 

Tamaquito II, los miembros de la Comunidad llevaban a cabo ciertas actividades propias de su 

cultura e identidad en el territorio ancestral: Tamaquito origen. Este lugar tenía una serie de 

condiciones geográficas y ambientales que permitían la realización de prácticas y cultos 

ancestrales como: los entierros, los bailes, la interpretación de los sueños, la recolección de los 
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frutos y la elaboración de productos a partir de los mismos. De igual manera los miembros de la 

comunidad, consideran sagrados los recursos naturales, como el guáimaro54y las fuentes hídricas. 

La comunidad de Tamaquito origen sufrió una serie de afectaciones en los recursos naturales, que 

impiden llevar acabo los ritos y cultos ancestrales, debido al polvillo del carbón producido por la 

actividad minera de El Cerrejón, toda vez que éste contaminó los recursos naturales y en general 

el territorio donde habitaba la comunidad. Una vez reconocido el daño  y tomando como medida 

de reparación principal el reasentamiento de la comunidad de Tamaquito origen, se establecieron 

una serie de condiciones encaminadas a la posibilidad de implementar las prácticas ancestrales en 

el nuevo territorio. 

En ese orden, una las medidas concertadas entre El Cerrejón Limited Company y la 

comunidad de Tamaquito origen, de acuerdo a lo manifestado por el cabildo gobernador, fue 

constituir como reserva natural de fauna y flora, el sitio de origen (Epiayu J. D., 2017), con la 

finalidad de permitir el acceso a los miembros de la comunidad para llevar a cabo los ritos y cultos 

ancestrales que los mismos consideraran fundamentales dentro de su cosmogonía indígena: como 

por ejemplo la producción de chirrinchi, la generación de productos a partir del guáimaro, los 

entierros de los miembros de la comunidad, entre otros (Epiayu J. D., 2017). De igual manera, la 

creación de una zona de juegos tradicionales donde se practicara la yohna, el tiro de piedra, el tiro 

de cordón y la lucha libre. 

                                                                 
54 Ver página 69. 
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No obstante, a pesar de que se generaron algunas medidas de reparación y satisfacción, de 

acuerdo a lo establecido por el SIDH, estas no evitan el detrimento y la ruptura del tejido social y 

cultural,toda vez que los miembros de la comunidad reconocen que a raíz del reasentamiento, 

algunos de sus ritos, cultos y en general prácticas ancestrales, no se pueden llevar a cabo, esta 

conclusión se deriva de la experiencia de los indígenas de la comunidad de Tamaquito II, puesto 

que estos reconocen que:  

“Los mayores no sueñan, como decía mi abuela  y mi abuelo: ellos ya no tienen ese desenlace de 

tener los sueños (…) porque eso se fragmenta, es un lugar que es nuevo y no va a ser la misma 

conexión entre  este y nuestro territorio” (Epiayu I. , 2017) 

Los sueños de los mayores representan parte de la cultura e identidad en la medida  que de 

la interpretación de los mismos se definía  el porvenir de la comunidad de Tamaquito II,  en 

consecuencia se tomaban decisiones entorno a la realización de bailes y actividades de compartir 

entre los miembros. 

Así mismo, el impedimento de generar la misma cantidad los productos del guáimaro, 

considerando que en el territorio actual no se encuentra este árbol frutal, y para conseguir su fruto 

deben dirigirse hasta Tamaquito Origen (Epiayu I., 2017). En esa medida se generó una ruptura en 

el tejido social de la comunidad Indígena Tamaquito, al impedir la transferencia de los 

conocimientos ancestrales de generación a generación, como lo establece el SIDH. 
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Afectación del trabajo indígena y transición de las actividades económicas de la comunidad 

indígena Tamaquito II 

 

Este apartado se analizará a la luz de los estándares desarrollados por el SIDH, en el marco 

de medidas de reparación para Pueblos Indígenas, el proceso de reparación vivenciado por la 

comunidad Indígena Tamaquito II, en razón a los daños producidos por la actividad minera de 

Carbones el Cerrejón Limited. En el capítulo tercero se expuso como medida de reparación, de 

acuerdo a los preceptos del SIDH, la implementación de proyectos agrícolas que tienen por 

finalidad la sostenibilidad y soberanía alimentaria de las comunidades indígenas. Estos proyectos 

deben responder a los usos y costumbres de las mismas. 

Bajo esta premisa se analiza la afectación al trabajo indígena y la transición de las 

actividades económicas de la comunidad Indígena Tamaquito II. La Comunidad desde su orígenes 

ha tenido determinadas actividades económicas que permiten su subsistencia, ejemplo de ella son: 

la pesca, la caza, la siembra, la cosecha, el trueque con las comunidades aledañas de Roche, Patilla, 

Tabaco y Chancleta y el trabajo de jornaleros. 

El polvillo de carbón producido por la actividad minera de la empresa Carbones del 

Cerrejón Limited, ocasionó daños a los arroyos, árboles, plantaciones y en general a los recursos 

naturales de la Comunidad de Tamaquito origen, adicional a esto las comunidades como Patilla, 

Roche, Tabaco y Chancleta fueron desalojadas o reubicadas (Epiayu J. D., 2017). Ambas 

situaciones ocasionaron perjuicios en las actividades económicas de la Comunidad de Tamaquito 

origen, afectando su subsistencia y soberanía alimentaria. 
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Una vez reconocida la afectación a la comunidad de Tamaquito origen por parte de El 

Cerrejón Limited Company, ambas partes acordaron por medio de una negociación55 que permitió 

concretar las formas de indemnización, la cual tiene dos enfoques: uno colectivo y uno individual, 

el primero se traduce al Proyecto Productivo Colectivo (En adelante el Proyecto Colectivo)  que 

tiene por finalidad “desarrollar un modelo asociativo productivo dentro de la comunidad, sirviendo 

como referente de ejecución e implementación de los recursos” (Tamaquito, 2013); para la 

ejecución del Proyecto Colectivo El Cerrejón a título de donación  otorgó a la comunidad la suma 

de $ 800.000.000 (ochocientos millones de pesos). 

Por otra parte, se encuentra el enfoque individual desarrollado bajo la figura de Proyectos 

Productivos Familiares, que tenía como objetivo “dar continuidad a las actividades económicas 

que venían ejecutando las unidades familiares que conforman Tamaquito origen” (Tamaquito, 

2013). 

Transcurridos cuatros años desde el reasentamiento, la comunidad de Tamaquito origen manifiesta 

el descontento en razón a la precarización del trabajo y las actividades económicas, dado que a 

pesar de existir acuerdos que permitieran la sostenibilidad de la comunidad, no se consideraron 

aspectos como la capacidad de producción de la tierra, los cambios climáticos y la cercanía de las 

fuentes hídricas, estos aspectos fueron reconocidos por los miembros de la comunidad: 

                                                                 
55 Concretada en el contrato de cesión de posesión de lote, compraventa de mejoras, transacción y 

regulación  programas sociales 



                                                                                                                                                                             108  

 

“Bueno aquí, no hay una sostenibilidad porque la comunidad no tiene una fuente de trabajo, de 

ingresos tanto de viaje de trabajo, porque es lo que más hacían los mayores como decir a realizar 

sus actividades como decir la caza, la pesca, porque no tienen en donde y lo que es lo del cultivo 

por los cambios climáticos también han afectado demasiado el territorio las lluvias y tampoco las 

fuente de agua eso también nos afectado mucho” (Epiayu I. , 2017). 

Situaciones que representaron obstáculos en la realización de los proyectos productivos y 

ocasionaron perjuicios en la subsistencia de la comunidad de Tamaquito, afectando de acuerdo a 

lo dicho por el SIDH los derechos colectivos de la comunidad de Tamaquito: 

“el acuerdo de proyectos productivos que digamos también de los temas bandera de la comunidad 

porque es la soberanía alimentaria no ha sido sostenible y nosotros hablamos (…) hicimos planos 

de como queríamos nosotros nuestro proyecto y no han funcionado, muy poco capital, no hay 

suficiente agua para realizar los proyectos para tecnificar el suelo, porque el cambio climático.” 

(Epiayú I , 2017). 

Afectación a la propiedad colectiva en la comunidad Tamaquito origen 

 

La Comunidad de Tamaquito se asienta a mediados de 1965 en las cercanías del municipio 

de Barrancas, contaba con una extensión de 10 hectáreas y 2505 mts 2, se consideraba como un 

Asentamiento (Guerra, 2000), sin embargo en el año 1996 conforman su primer cabildo para poder 

conseguir un reconocimiento ante el municipio (Epiayu, 2017). 

Esta comunidad se encontraba ubicada en las cercanías de la mina El Cerrejón, motivo por 

el cual sufrió afectaciones en su territorio, a raíz del funcionamiento de la explotación a cielo 
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abierto que realiza la empresa en las inmediaciones del municipio de Barrancas, dichas 

afectaciones se pueden vislumbrar en el trabajo de campo realizado en esta investigación con los 

integrantes de la Comunidad Tamaquito II el día 12 de Abril de 2017, puesto que estos indicaron 

que hubo polvillo de carbón que caía en sus cultivos, en todo su territorio y cuando llovía ese 

polvillo producía un mal olor, que incluso había llegado a afectar algunos niños, además que 

escuchaban un fuerte ruido a causa de la dinamita utilizada en la mina. (Epiayú, 2017) 

Adicionalmente se determinó que la comunidad sufrió un confinamiento, toda vez que las 

carreteras que les permitían el fácil acceso y transporte a la comunidad desaparecieron a medida 

que se extendieron las zonas de explotación de la mina El Cerrejón, como se puede evidenciar con 

la narración del señor Jairo Fuentes: 

“por ejemplo cuando sacaron a Tabaco había una vía que comunicaba con Albania y Maicao, esa 

vía vinieron e hicieron una excavación grandísima para que nosotros no cruzáramos por ahí, otra 

vía que comunicaba aquí, nosotros salíamos por Barrancas, Fonseca  y también la tamponaron, y 

quedó solo una vía que queda entremedio de Hatonuevo (…) esa sola vía fue que dejaron ellos, 

comenzaron todas las vías de herraduras nos dejaron incomunicados (sic), aumentando un 

kilómetro más, que digamos eso nos afectó en el tema de transporte” (Epieyú J. D., 2017). 

Afectación del derecho al agua  

 

El SIDH ha establecido como forma de reparación a las comunidades indígenas el 

suministro de agua potable, en aras de satisfacer esta necesidad en la negociación entre Carbones 
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El Cerrejón Limited y la comunidad se concertó la adecuación de una planta de tratamiento del 

agua, y la creación de un jawei56, sin embargo a pesar de la construcción de la planta y del jawei, 

la comunidad se ve afectada en el suministro efectivo del recurso hídrico, como lo relata el señor 

Jairo Fuentes (2017): 

“el agua funcionó 6 meses, de ahí para allá el agua tuvo problema: la planta, la calidad por 

ejemplo: el problema de los pozos que tienen agua muy pesada, dura, mucho calcio; la 

planta que tenían de tratamiento no cumplía con las condiciones para hacer todo el proceso 

para potabilizar el agua entonces ha sido un problema con la empresa que no ha cumplido: 

agua de calidad y 24 horas” 

Por otro lado a causa del daño que sufrió la planta de tratamiento, la empresa se dispuso a 

distribuir tanques de almacenamiento de agua, con la finalidad de enviar una vez por semana un 

carro tanque que pudiera abastecer a las familias dentro de la comunidad, sin embargo esto no fue 

suficiente: “porque a veces se acaba. Quién dijo que para sostener ocho personas en un bañito de 

esos todo el día para bañarse para cuidar sus niños, pa’ el baño, pa’ lavar, no alcanza, porque hay 

mucha gente” (Epiayú, 2017). 

Motivo por el cual la comunidad se vio en la necesidad de buscar otras formas de satisfacer 

sus necesidades, ejemplo de ello es la forma precaria y artesanal como le proveen de agua, se hace 

con una manguera por la cual llega agua a la comunidad, la cual fue conseguida por medio de una 

                                                                 
56 Jawei  se le denomina a una perforación que se hace en la tierra , con la finalidad de almacenar agua de lluvia  

(Epiayú, 2017). 
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propuesta que les ofreció un funcionario de la alcaldía, en la cual él les proporciona la manguera 

y ellos les pagan con votos en épocas de elecciones, todo esto sucedió a partir de la necesidad en 

la cual se vio inmiscuida la comunidad, como se puede evidenciar en el relato de María Epíayu 

(2017): “el muchacho cumplió, trajo la manguera nos ayudó, pusimos el agua de manos, para traer 

el agüita esa, porque tenemos agua dulce pero antes no”.  

Así que se debe establecer que esta comunidad sufrió una serie de  afectaciónes a raíz del 

reasentamiento realizado por parte de la empresa El Cerrejón, toda vez que en su territorio inicial 

eran productores y no consumidores, como hoy lo afirma Jairo Fuentes, Cabildo Gobernador, de 

la comunidad bajo estudio. En ese orden de ideas se puede determinar tal afectación como la 

limitación del acceso al agua para el consumo humano y para las actividades de agricultura que 

garantizan su propia subsistencia. 
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Conclusiones y recomendaciones 
 

Hechos 

 

En 1996 la comunidad Indígena de Tamaquito II, inició una negociación con Carbones El Cerrejón 

Limited en razón a las afectaciones sufridas a causa de la explotación carbonífera a cielo abierto. Durante 

más de una década la comunidad acudió a distintas instancias nacionales e internacionales en busca de 

la reivindicación de sus derechos. En  consecuencia, en el año 2007 Carbones El Cerrejón Limited inició 

un proceso de negociación con la comunidad, en la cual se acordó: 1) el reasentamiento de la comunidad 

al predio la Liga; 2) la indemnización por los daños materiales e inmateriales; 3) el diseño y construcción 

de las viviendas con el aval de la comunidad; 4) la implementación de proyectos productivos colectivos 

e individuales; 5) la creación de un sistema de acueducto y alcantarillado y 6) la implementación de 

programas de educación, salud, y vejez.   

En el año 2013 se inició la implementación de la negociación. Pese a lo anterior, la comunidad ha sufrido 

nuevas afectaciones a sus derechos colectivos, dando paso a una nueva negociación en el año 2016.  

 

Derechos vulnerados 

 

 

 

Derecho a la integridad personal 

Se violó el derecho a la integridad personal por los 

daños ocasionados con la generación de polvillo 

de carbón en ejecución de la actividad minera de 

El Cerrejón, toda vez que afectó los recursos 

naturales y territorio utilizados tradicionalmente 

por la comunidad, impidiendo llevar a cabo sus 

formas tradicionales de subsistencia y sustento. 
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Derecho a la identidad cultural y libertad 

religiosa 

Se violó el derecho a la identidad cultural y 

libertad religiosa, puesto que la actividad de 

El Cerrejón, provocó impactos en los 

conocimientos tradicionales de la 

comunidad, modificando sus planes de vida 

y visiones de desarrollo, al contaminar sus 

recursos naturales y territorios. De igual 

manera al causar el reasentamiento de la 

comunidad en un predio lejano a sus sitios 

sagrados. 

 

Derecho a la propiedad colectiva 

Se violó el derecho a la propiedad colectiva, 

puesto que los integrantes de la comunidad 

deben pedir permiso para acceder a su 

territorio ancestral y sitios sagrados. 

Derecho a la vida Se violó el derecho a la vida, toda vez que 

el Estado colombiano no garantizó el goce 

de los derechos a la salud, alimentación, 

agua limpia y vivienda de Tamaquito II, al 

no supervisar y fiscalizar la actividad 

minera de El Cerrejón, permitiendo así las 

afectaciones a los recursos naturales y 

territorio. 

Derecho a la consulta previa Se violó el derecho a la consulta previa, 

dado que en ningún momento de la 

actividad minera El Cerrejón  consultó a la 
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comunidad de Tamaquito II, provocando 

afectaciones en la propiedad colectiva. 

 

 

Reasentamiento 

Condiciones mínimas de vida, por lo menos 

equivalentes a las que tenían con anterioridad. 

En Tamaquito II las condiciones de vida no son 

equivalentes a las que tenían los habitantes en su 

territorio ancestral, dado que durante 4 años la 

comunidad no ha podido acceder al recurso hídrico 

de forma continua, en consecuencia ninguno de los 

proyectos productivos han prosperado.  

La reintegración de las pérdidas causadas con 

el reasentamiento. 

Los integrantes de la comunidad recibieron 

indemnizaciones por parte de la compañía minera, 

a causa de los daños materiales e inmateriales 

generados por el reasentamiento, sin embargo la 

ruptura del tejido social, costumbres y prácticas 

ancestrales es irreparable.  

Un cambio en sus redes sociales, oportunidades 

de trabajo o producción y del acceso a recursos 

naturales 

Las relaciones vecinales de la comunidad de 

Tamaquito II se modificaron, ya que en la 

actualidad no pueden realizar el trueque.  

De igual forma, las oportunidades de trabajo en 

Tamaquito II disminuyeron, dado que los 

habitantes de la comunidad ya no son empleados 

como jornales en las fincas aledañas.  
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Aunado a lo anterior, las prácticas agrícolas se 

vieron modificadas con el reasentamiento, toda vez 

que la carencia de recurso hídrico impide que las 

cosechas prosperen, razón por la cual el dinero para 

proyectos productivos, no ha sido suficiente. 

 

La disposición de medios y oportunidades para 

el desarrollo de su proyecto económico 

Si bien la compañía hizo entrega de un monto para 

proyectos productivos, debido a la escasez de agua, 

las cosechas no han prosperado. De manera 

semejante, la falta de este recurso natural impide la 

cría de ganado, por lo que las familias de 

Tamaquito II no pueden desarrollar su proyecto 

económico. 

   

 

POSICIÓN DE GARANTE 

El Estado Colombiano al ratificar y aceptar la competencia del SIDH, se convierte en garante de la 

CADH, en esa medida debe acatar y garantizar todos los derechos y obligaciones contenidos en ella, 

es por ello que en el caso de la Comunidad Indígena Tamaquito II, se hace necesario verificar si el 

Estado Colombiano cumplió con su posición de garante, acatando los estándares interamericanos en 

lo concerniente a comunidades indígenas. 
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Estándar Hecho Posición de Garante Cumplimiento del Estado 

1.- Adoptar un 

marco legal 

adecuado y 

efectivo en la 

protección de 

los DD.HH. 

Mecanismo judicial:  

Los mecanismos 

utilizados por la 

comunidad indígena de 

Tamaquito II, resultaron 

ineficaces en la 

protección de sus 

DD.HH. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Reparación:  

Al momento de 

confrontar con el 

ordenamiento jurídico 

colombiano la 

reparación de la 

Mecanismo Judicial:  

El SIDH, ha 

establecido que se 

debe adoptar un 

mecanismo de 

reparación para 

comunidades 

indígenas, que tenga 

en cuenta sus 

características 

propias, es decir que 

no basta con tener 

mecanismos en su 

ordenamiento, sino 

que estos deben 

cumplir con las 

características de ser 

adecuados y efectivos. 

Reparación: 

La reparación para 

comunidades 

indígenas, según lo 

establecido en el 

SIDH, se debe 

realizar conforme a la 

Mecanismo judicial:  

El Estado colombiano 

incumplió con esta obligación 

toda vez que en el 

ordenamiento jurídico 

colombiano, no existe un 

mecanismo para reparación de 

comunidades indígenas.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Reparación:   

El Estado colombiano, por 

medio del Consejo de Estado 

estableció criterios para 

determinar cuál es el 

reconocimiento que se debe 
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comunidad de 

Tamaquito II, por parte 

de la Fundación 

Indepaz, se evidenció 

que en Colombia no 

existen paramentos ni 

criterios para 

determinar el monto o 

el medio por el cual se 

puedan resarcir los 

daños materiales e 

inmateriales de una 

comunidad indígena. 

  

cosmovisión de cada 

comunidad.   

  

dar por daños materiales e 

inmateriales, para cada caso. 

Sin embargo estos criterios no 

son aplicables a comunidades 

indígenas, por lo que en el 

caso de Tamaquito II, Indepaz 

tuvo que recurrir al uso de los 

criterios determinados para las 

personas que han sufrido 

desplazamiento forzado. 

 

2.- Prevenir 

las violaciones 

a DD.HH 

Consulta previa: 

La comunidad nunca 

fue consultada 

previamente, ni durante 

la ejecución del mismo.   

Consulta previa:  

Es un mecanismo por 

medio del cual se 

consulta a las 

comunidades 

indígenas, con el fin 

de que permitan 

proyectos de 

exploración, 

explotación y 

desarrollo en su 

territorio. 

Consulta previa: 

El Estado colombiano 

consagra en su legislación el 

procedimiento de consulta 

previa.  

Sin embargo, con el mero 

reconocimiento de un 

mecanismo de protección, no 

se agota la obligación de 

prevenir violaciones a DD.HH, 

en este orden de ideas el 

Estado incumplió con la 
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Este procedimiento 

debe ser realizado de 

manera previa al 

proyecto o en la vida 

de éste, por parte del 

Estado, en aras de 

prevenir afectaciones 

graves a los DD.HH. 

obligación, puesto que: 1) No 

se consultó a  la Comunidad 

Tamaquito  II; 2) en la 

negociación entre la empresa y 

la comunidad, el Estado nunca 

estuvo presente a pesar de los 

requerimientos de la misma. 

3.-Supervisar 

y fiscalizar las 

actividades de 

las empresas y 

otros actores 

no estatales. 

La Comunidad de 

Tamaquito II, sufrió 

afectaciones desde 

mediados de los años 

90.  Hasta el año 2007 

fue escuchada por la 

empresa. 

Supervisar y 

fiscalizar las 

actividades de las 

empresas:  

En virtud de esta 

obligación, los 

Estados deben 

mantener constante 

vigilancia sobre las 

empresas, con el fin 

de evitar daños 

irreparables e 

irremediables. 

Obligación de supervisar y 

fiscalizar las actividades de 

las empresas:  

El Estado colombiano 

incumplió esta obligación toda 

vez que permitió que la 

comunidad de Tamaquito II 

sufriera afectaciones a sus 

derechos, por más de una 

década sin ser protegidos. 

 

4.-Garantizar 

mecanismos 

de 

participación 

efectiva y 

  No se presentó en el caso. 



                                                                                                                                                                             119  

 

acceso a la 

información 

5.- Prevenir 

actividades 

ilegales y 

formas de 

violencia 

  No se presentó en el caso.  

6.- Garantizar 

el acceso a la 

justicia a 

través de la 

investigación, 

sanción y 

reparación 

adecuada de 

las violaciones 

a DD.HH en 

contextos de 

extracción, 

explotación y 

desarrollo 

 

 Investigación, 

sanción y 

reparación: 

Los Estados, de 

oficio, tienen la 

obligación de 

investigar cada vez 

que un proyecto de 

explotación, 

extracción y 

desarrollo causan un 

daño a una comunidad 

indígena o 

Afrodecendiente, y 

consecuentemente 

suspender dicho 

proyecto, en aras de 

que cese la afectación, 

luego debe sancionar 

Investigación, sanción y 

reparación:  

El Estado colombiano 

incumplió con esta obligación 

toda vez que nunca se hizo 

parte en ninguna de las 

instancias de la negociación de 

la Comunidad Tamaquito II. 
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a la empresa por la 

afectación causada y 

finalmente reparar a la 

comunidad afectada. 

    

    

1. El Estado colombiano ha olvidado su posición de garante frente a los grupos de especial 

protección como lo son los Pueblos Indígenas, como en el caso la comunidad indígena de 

Tamaquito II, toda vez que no actuó con la debida diligencia en el cumplimiento de las 

obligaciones adquiridas referentes a la garantía y protección de los DD.HH. 

2.  Las medidas legislativas o de otro carácter con las que cuenta el Estado Colombiano, no 

son adecuadas y efectivas para la protección, promoción y reparación de los Pueblos 

Indígenas afectados a causa de proyectos de exploración, explotación y desarrollo.  

3. El Estado colombiano no garantizó los derechos colectivos de la comunidad indígena de 

Tamaquito II, toda vez que a pesar de los requerimientos realizados por la comunidad, este 

nunca intervino en el proceso de reconocimiento de la afectación y en ninguna etapa de la 

negociación. 

4. El Estado por tener interés en la explotación de los recursos naturales, deja de un lado sus 

obligaciones como garante de los DD.HH. y fundamentales consagrados en los diversos 

instrumentos internacionales y en la Constitución Política, delegándole un papel a la 

empresa que no le corresponde, puesto que se vuelve la persona encargada de brindarle los 
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mínimos de subsistencia a una comunidad, sin el debido control y seguimiento por parte 

del Estado. 

5. Todos estos aspectos dejan entrever el abandono al que está sometida la población indígena 

Wayuu, dado que al no contar con un Estado que salvaguarde sus derechos 

permanentemente, se ve obligada a aceptar las condiciones de una empresa que es incapaz 

de ver las características propias de cada grupo social, y por ello esta población es sometida 

a tratos no diferenciados que impiden la efectiva materialización de sus derechos 

colectivos.  

6. El derecho a la vida de la comunidad de Tamaquito II  ha sido vulnerado por el Estado y 

por la empresa El Cerrejón,  toda vez que el territorio de reasentamiento, no cuenta con 

fuentes hídricas suficientes para el abastecimiento de los miembros de la comunidad, así 

como para la ejecución de los proyectos productivos agrícolas, colectivos o individuales. 

7. El Estado colombiano ha coadyuvado en la violación el derecho a la consulta previa de la 

comunidad indígena de Tamaquito II, teniendo en cuenta que esta obligación no ha cesado, 

ya que se puede realizar en cualquier momento durante la ejecución del proyecto.  

8. El reasentamiento de la comunidad generó la ruptura de las relaciones vecinales entre la 

comunidad indígena de Tamaquito II y las comunidades afrodescendientes aledañas al 

territorio ancestral, afectando las costumbres productivas y económicas de la comunidad. 

9. Las medidas de reparación no fueron efectuadas por el Estado colombiano sino por la 

empresa El Cerrejón  Limited Company, lo que generó nuevos perjuicios, tales como la 
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falta de agua, que da como consecuencia la imposibilidad de realizar actividades 

económicas y culturales propias de la comunidad de Tamaquito II. 

10.  La negociación, y posterior contrato que da paso al reasentamiento y en general a las 

reparaciones de la comunidad indígena, permiten divisar el desequilibro de las partes 

negociantes, toda vez que la comunidad indígena de Tamaquito se encontraba en una 

posición de necesidad y detrimento de sus derechos, en razón a la ausencia estatal. 

11. El Estado colombiano no acató los pronunciamientos del SIDH en materia de comunidades 

indígenas, toda vez que no adecuó su ordenamiento interno a los estándares  de reparación, 

incumpliendo así el control de convencionalidad.  

Recomendaciones 
 

1. El Estado colombiano debe adoptar en su ordenamiento jurídico un mecanismo adecuado 

y efectivo para evitar afectaciones a las comunidades indígenas, así mismo un mecanismo 

de reparación para las mismas, en contextos de exploración, explotación y desarrollo, 

teniendo en cuenta las características propias de las comunidades.  

2. El Estado debe adoptar medidas legislativas en lo atinente al reasentamiento de 

comunidades indígenas o afrodescendientes, puesto que sendos procesos no son 

asimilables. 

3. A pesar de que la negociación no cumple con los estándares del SIDH, se pueden rescatar 

algunos puntos de la misma, con el fin de ser implementados en futuras negociaciones, 
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estos son: 1) la consulta autónoma57realizada por la comunidad; 2) el cronograma de 

actividades realizado por parte de la comunidad, de conformidad con sus usos y costumbres 

y 3) las capacitaciones realizadas por medio de ONG’s a las comunidades para el 

conocimiento de sus derechos. 
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